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 Incidente de Suspensión 399/2020.
Centro Mexicano de Derecho Ambiental, asociación civil

El veintiséis de octubre de dos mil veinte, el Secretario Raymundo Chagre LópezRaymundo Chagre López da cuenta al Juez Rodrigo de la Peza López Figueroa, con la certificación que antecede y con el oficio recibido vía electrónica registrado en el libro de correspondencia con el folio 7911

Ciudad de México, veintiséis de octubre de dos mil veinte.

AUDIENCIA INCIDENTAL

Siendo las NUEVE HORAS CON QUINCE MINUTOS DEL 
VEINTISÉIS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE, hora y día señalados para la 
celebración de la audiencia en el incidente de suspensión relativo al juicio de 
amparo 399/2020, SE PROCEDE A CELEBRARLA mediante 
VIDEOCONFERENCIA, acudiendo a la misma Rodrigo de la Peza López 
Figueroa, Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa Especializado en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia 
en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República, quien actúa asistido 
del secretario Raymundo Chagre López, y con la asistencia virtual de **** 
**** ******** *****, en su carácter de jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos 
de la Comisión Reguladora de Energía, quien se identifica con cédula 
profesional expedida por la Dirección General de Profesiones de la Secretaría 
de Educación Pública con numero  *******; la cual se puso a la vista del 
Secretario a través de la cámara respectiva. 

En ese sentido, el secretario CERTIFICA Y HACE CONSTAR que:

I. El desarrollo de la presente audiencia se realiza a través de 
videoconferencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 27, primer 
párrafo, fracción IV, y segundo párrafo, del Acuerdo General 12/2020,1 del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la integración y trámite de 
expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 
competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del propio Consejo y del 
acuerdo general 21/2020, por tal motivo se ordena grabar la presente audiencia 

1 Artículo 27. Las y los titulares de los órganos jurisdiccionales ordenarán la celebración de audiencias, 
sesiones y diligencias judiciales a través de videoconferencias en los casos que se encuentre 
debidamente justificado, conforme a los siguientes supuestos: (…)
IV. Ante situaciones de contingencia o emergencia generalizada, previa declaratoria emitida por el Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal. 
El uso de videoconferencia podrá realizarse en todas aquellas audiencias, sesiones o diligencias en que 
se estime total o parcialmente procedente, sin ninguna limitación sobre la materia o la naturaleza del 
asunto, siempre que la o el titular determine que se cumplen las condiciones para la utilización de este 
método de comunicación y que se cumplen los principios rectores del procedimiento que corresponda. 
(…)
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2

incidental en un disco compacto para que obre en los autos del presente 
incidente.

II. Que con excepción de la parte mencionada al inicio de la 
presente acta, las restantes no solicitaron la celebración de la presente audiencia a 
través de videoconferencia; por ende, no proporcionaron correo electrónico para 
remitirles la liga de acceso para ingresar a la presente audiencia celebrada a través 
de medios electrónicos, y tampoco comparecieron virtualmente a la misma; sin 
embargo, a efecto de no dejarlas en estado de indefensión, quince minutos antes 
de la celebración de esta audiencia se colocó en las instalaciones del juzgado 
un equipo de cómputo para su intervención en la audiencia, de suerte que si 
acuden al juzgado no exista riesgo de que queden inauditas.

III. Tras la revisión diaria que se hace al acceder a la pestaña de 
promociones recibidas por la vía electrónica en el Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes, el veintitrés del mes en curso se detectó el oficio 
presentado en la fecha y vía indicadas.

El secretario hace relación de constancias: copia simple del 
escrito de demanda y anexos; proveído de nueve de octubre de dos mil veinte, 
que admite a trámite la demanda de amparo; auto de esa misma fecha, en que 
se proveyó respecto de la suspensión provisional, constancias de notificación a 
las partes y proveído sobre el trámite del presente incidente.

Asimismo, se da cuenta al juez con el oficio recibido vía electrónica 
registrado en el libro de correspondencia con el folio 7911, sin copias y sin 
anexos.

Acto seguido el Juez acuerda: En términos de lo dispuesto en el 
artículo 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su artículo 2°, 
téngase por hecha la relación de las constancias que anteceden para los 
efectos legales procedentes.

Por otra parte, agréguese a los autos el oficio del Director General 
Adjunto del Diario Oficial de la Federación de la Secretaría de 
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Gobernación, mediante el cual, RINDE INFORME PREVIO, señala domicilio 
para oír y recibir notificaciones y designa delegados.

Al respecto, con fundamento en el artículo 140 de la Ley de Amparo, 
se tiene por rendido el informe de mérito; el cual se pone a la vista de las 
partes durante la presente audiencia.

Para efectos del artículo 28, fracción I, del citado ordenamiento, se 
tiene como domicilio para oír y recibir notificaciones el que indica; y como 
delegados a las personas que menciona en términos del artículo 9° de dicha 
ley.

Abierto el período de pruebas: el secretario hace constar que la 
parte quejosa ofreció prueba la instrumental de actuaciones y la presuncional 
legal y humana. 

El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 143 de la Ley de 
Amparo, y dada su propia y especial naturaleza, se admiten y desahogan las 
pruebas de mérito. Al no existir otra prueba por recibir, se cierra este período.

Abierto el período de alegatos: el secretario hace constar que las 
partes no formularon alegatos por escrito. Asimismo, al darle el uso de la voz, 
el jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Comisión Reguladora de Energía 
realizó diversas manifestaciones que se contienen en el disco compacto de la 
videoconferencia que se anexa en sobre cerrado al presente incidente.

El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 144 de la Ley de 
Amparo, se tienen por formulados los alegatos en mención. Con lo anterior, se 
cierra este periodo y al no haber diligencia pendiente por desahogar, se procede 
al pronunciamiento de la resolución correspondiente.

VISTOS; los autos para resolver el incidente de suspensión relativo 
al juicio de amparo 399/2020; y,

R E S U L T A N D O:

R
A

Y
M

U
N

D
O

 C
H

A
G

R
E

 L
Ó

PE
Z

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.c3.04
21/05/22 09:31:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



4

Que, como se proveyó en el cuaderno principal del juicio de amparo 
399/2020, este juzgado ordenó formar por duplicado el presente incidente de 
suspensión; y que hecho lo anterior, se resolvió lo conducente sobre la 
suspensión provisional, se tramitó el incidente y se celebró la audiencia 
incidental en todas sus etapas.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. COMPETENCIA. Este juzgado es legalmente competente 
para conocer del presente incidente de suspensión.2 

SEGUNDO. PRECISIÓN DEL OBJETO DE LA SUSPENSIÓN. Con 
fundamento en la fracción I del artículo 146 de la Ley de Amparo, este juez 
precisa que los ACTOS RECLAMADOS, cuya suspensión es materia del 
presente incidente, consisten en:

1. De la COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA (en adelante la 
CRE), la resolución por la que expide los cargos por el servicio de 
transmisión de energía eléctrica a precios de 2018 que aplicará 
CFE INTERMEDIACIÓN DE CONTRATOS LEGADOS, S.A. de C.V. 
a los titulares de los contratos de interconexión legados con 
centrales de generación de energía eléctrica con fuentes de energía 
renovable o cogeneración eficiente, conforme a lo establecido en la 
resolución RES/066/2010 y su modificación emitida mediante la 
resolución RES/194/2010 (en adelante la RES/893/2020).

2. Del DIRECTOR GENERAL Y ADMINISTRADOR ÚNICO DE CFE 
INTERMEDIACIÓN DE CONTRATOS LEGADOS, S.A. DE C.V* (en 
adelante CFE), el AVISO denominado “CFE Intermediación de 

Contratos Legados, Empresa filial da la Comisión Federal de 

Electricidad, en cumplimiento a lo dispuesto en el Décimo Octavo 

Transitorio de la Ley de la Industria Eléctrica; en el numeral 10.8.2 de 

las Bases del Mercado Eléctrico publicado en el Diario Oficial de la 

2 La competencia de este órgano tiene fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracciones X y XI, 
in fine, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 48, último párrafo, 125, 128 y 138 
de la Ley de Amparo.
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Federación el 08 de septiembre de 2015; Disposiciones Generales 

Capítulo I,) numeral 2.3.1, inciso b), de los Términos de la Estricta 

Separación Legal de la Comisión Federal de Electricidad publicado el 

11 de enero de 2016 en el Diario Oficial de la Federación; el Acuerdo 

de Creación CA-011/2016, I.1 Creación de empresas productivas 

subsidiarias y de la empresa filial de generación de intermediación 

en cumplimiento de los términos para la estricta separación legal de 

la CFE aprobado por la sesión 10 extraordinaria de fecha 10 de 

marzo de 2016 y de conformidad con lo establecido en la resolución 

Núm. RES/893/2020 de la Comisión Reguladora de Energía (la 

comisión) se expiden los cargos por el Servicio de Transmisión 
de energía eléctrica a precios de 2018 que aplicará CFE 

Intermediación de Contratos Legados S.A. de C.V., a los titulares de 

los Contratos de Interconexión Legados con centrales de generación 

de energía eléctrica con fuentes de energía renovable o 

cogeneración eficiente, conforme a la Metodología de Transmisión 

establecida en la resolución RES/066/2010.”, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil veinte (en 
adelante EL AVISO).

No elude la atención de este juzgado que en la demanda de amparo, 
la parte quejosa también reclama del Director General Adjunto del Diario Oficial 
de La Federación (en su denominación correcta), la (i) falta de publicación en el 
Diario Oficial de la Federación de la RES/893/2020; así como (ii) la publicación 
del en dicho medio de difusión oficial del AVISO; sin embargo, la quejosa no 
solicita ningún efecto suspensorio respecto de ese acto, por lo que este juzgado 
no los tomará en cuenta para efectos del estudio sobre la medida cautelar.

La parte quejosa solicita la suspensión para el EFECTO de que se 
suspendan o paralicen los efectos y consecuencias de los actos reclamados, y 
que las generadoras de energías limpias únicamente cubran las tarifas de 
transmisión bajo la modalidad de porteo estampilla en los términos de los 
artículos transitorios de la Ley de la Industria Eléctrica.

En atención a lo anterior, este juzgado considera que el OBJETO 
del presente incidente consiste en determinar si este órgano jurisdiccional debe 
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6

o no prohibir la aplicación de la resolución RES/893/2020, y por lo tanto, que 
no se implementen los cargos por el servicio de transmisión de energía eléctrica 
a precios de 2018 que aplicará CFE INTERMEDIACIÓN DE CONTRATOS 
LEGADOS, S.A. de C.V. a los titulares de los contratos de interconexión legados 
con centrales de generación de energía eléctrica con fuentes de energía 
renovable o cogeneración eficiente, conforme a lo establecido en la resolución 
RES/066/2010 y su modificación emitida mediante la resolución RES/194/2010.

Para ello, este juzgador procede a verificar en los siguientes 
considerandos, respectivamente, que se cumplan todos los REQUISITOS 
legales y jurisprudenciales para la procedencia de la suspensión del acto 
reclamado, esto es, (i) que la quejosa la haya solicitado expresamente; (ii) que 
haya certidumbre, sobre la existencia del acto cuya suspensión se solicita; (iii) 
que el acto reclamado sea susceptible de suspensión; (iv) que la quejosa cuente 
con interés jurídico o legítimo para efectos del incidente de suspensión; y (v) que 
el asunto supere un análisis ponderado entre la apariencia del buen derecho y el 
interés social o las disposiciones de orden público.3

TERCERO. PETICIÓN DE PARTE. Conforme a la fracción I del artículo 
128 de la Ley de Amparo, de la demanda de amparo se desprende que la 
suspensión fue solicitada expresamente por  *******  ******  ******  ****** en 
representación de  ******  ********  **  *******  ********** 

********** ****** por lo que se cumple con ese primer requisito.

CUARTO. CERTEZA DEL ACTO RECLAMADO. Queda demostrada la 
certeza de los actos reclamados en el presente incidente; ya que las 
autoridades responsables aceptaron su existencia al rendir su informe previo.

3 A juicio de este órgano jurisdiccional, el análisis de los requisitos para la procedencia de la suspensión 
debe hacerse en ese orden y con esa precisión, conforme a las siguientes jurisprudencias de la actual 
Décima Época:

Jurisprudencia PC.IV.A. J/35 A (10a.) (Registro 2015103), del Pleno en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito, publicada en la página 1561 del Libro 46, septiembre de 2017, Tomo II, de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, bajo el rubro: “SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. 
TÉCNICA PARA ANALIZAR LOS REQUISITOS NECESARIOS PARA CONCEDERLA.”; y 

Jurisprudencia XXVII.3o. J/2 (10a.) (Registro 2007358), del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito, publicada en la página 2347 del Libro 10, septiembre de 2014, Tomo III, de la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, bajo el rubro: “SUSPENSIÓN A PETICIÓN DE PARTE. 
REQUISITOS DE PROCEDENCIA CONFORME A LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 
DE ABRIL DE 2013.”
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7

QUINTO. SUSCEPTIBILIDAD DE SUSPENSIÓN. Este Juzgado considera 
que el acuerdo y aviso reclamados, por su naturaleza, son susceptibles de 
paralización, toda vez que se trata de los cargos que se aplicarán por el servicio 
de transmisión para fuentes de energía renovable o cogeneración eficiente por 
nivel de tensión a precios de 2018, y que aplicará  ***  **************  ** 

*********  ******* ,  ****  **  **** , a los titulares de los contratos de 
interconexión legados con centrales de generación de energía eléctrica, de 
suerte que se trata de actos positivos que producirán efectos momento a 
momento.

SEXTO. INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO. La parte quejosa acredita 
tener interés legítimo para solicitar la suspensión del acto reclamado. Para 
demostrar lo anterior, conviene atender primeramente al argumento de la 
autoridad responsable, basado en el interés suspensional.

Desde esta perspectiva, la autoridad manifiesta en el informe previo 
y en los alegatos verbales que formuló en la audiencia incidental, que la 
resolución reclamada no establece obligación alguna a cargo de la quejosa, 
quien tampoco acreditó la emisión de un acto posterior de aplicación que 
generara esa afectación.

Lo primero que este juez advierte al respecto, es que el 
planteamiento de la autoridad está encaminado en demostrar que la acción 
constitucional es improcedente, porque el acuerdo reclamado requiere de un 
acto de aplicación para que cause afectación a la promovente, y de ahí pretende 
obtener que, por tanto, la quejosa no probó contar con interés suspensional que 
justifique la concesión de la medida cautelar. 

Pues bien, en concepto de este juez, el estudio de la naturaleza de la 
norma, para efectos de la procedencia del juicio de amparo, es disímil a aquél 
que se debe realizar para evaluar si el quejoso tiene algún derecho susceptible 
de preservarse a través de la medida cautelar, pues aunque debe hacerse el 
estudio para determinar si cuenta con interés jurídico o legítimo desde el punto 
de vista suspensional, no se trata del mismo estudio que debe llevarse a cabo 
para determinar la existencia del interés jurídico o legítimo, como condición para 
la procedencia del juicio de amparo.  En este sentido, el incidente de suspensión 
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no es la vía procesal que permita plantear la improcedencia de la demanda, sino 
que el interés debe estudiarse de manera preliminar, únicamente para 
determinar si existe una afectación que permita justificar, no la procedencia del 
juicio, sino la necesidad de una medida cautelar.

Conforme a lo anterior, este juez interpreta sistemáticamente los 
artículos 131, segundo párrafo, 147 y 148 de la Ley de Amparo, y obtiene que, 
tratándose de la impugnación de normas generales, de ser material y 
jurídicamente posible, la suspensión se otorgará para impedir los efectos y 
consecuencias de la norma en la esfera jurídica del quejoso, lo cual puede 
traducirse en la restitución provisional de los derechos que se han visto 
afectados con motivo de dicha norma.

Ahora bien, para determinar si la quejosa cuenta con interés 
suspensional para solicitar esa medida cautelar, deben acreditar precisamente, 
dicha afectación.

En ese sentido, se tiene que la parte quejosa acude al presente 
juicio ostentando un interés legítimo, porque es una asociación que tiene por 
objeto la protección del medio ambiente.

En efecto, del análisis a la escritura constitutiva de la asociación 
quejosa, se advierte que dentro de su objeto social se encuentra, entre otras 
cosas, la investigación, docencia y práctica jurídica para ayudar al mejoramiento, 
aplicación y desarrollo del derecho ambiental, de lo que se interpreta que dentro 
de su objeto la quejosa puede tener una representación colectiva para la 
protección al medio ambiente.4 

Sobre dicho tema, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que quien alega un interés legítimo en materia 
ambiental se encuentra en una situación jurídica identificable que depende de 
la especial situación que se guarda con el ecosistema que se estima 
vulnerado, por lo que la privación o afectación de éste es lo que califica la 

4 Consultable en el instrumento notarial número 63240, pasada ante la fe del Notario Público número ** 
en ****** ** ******.
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9

especial posición del accionante para acudir al juicio de amparo a reclamar su 
protección.

Así se advierte de la tesis sustentada por la Primera Sala del Alto 
Tribunal,5 que establece: 

INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE 
AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. Quien alega un interés 

legítimo en materia ambiental se encuentra en una situación 

jurídica identificable, surgida de una relación específica con el 

objeto de protección que alega, ya sea de carácter particular o 

derivado de una regulación sectorial o grupal que le permite hacer 

valer una afectación a su esfera jurídica, precisamente a partir de 

la expresión de un agravio diferenciado al resto de los demás 

integrantes de la sociedad. El interés legítimo para promover un 

juicio de amparo en materia ambiental depende de la especial 

situación que guarda la persona o comunidad con el ecosistema 

que se estima vulnerado, particularmente, con sus servicios 

ambientales; por lo que la privación o afectación de éstos es lo que 

califica la especial posición del accionante para acudir al juicio de 

amparo a reclamar su protección, en tanto que le permite formular 

un agravio diferenciado frente al resto de las personas que pueden 

sentirse afectadas por el daño al medio ambiente, además de que 

su protección se traduce en la obtención de un beneficio 

específico: el restablecimiento de dichos servicios ambientales en 

su favor. De lo anterior se concluye que para determinar si se 

actualiza el interés legítimo en materia ambiental, el juzgador sólo 

deberá determinar si quien alega ser titular del derecho ambiental 

se beneficia o aprovecha de los servicios ambientales que presta 

el ecosistema que alega vulnerado.

Según esa tesis, para que un juez analice si se actualiza el interés 
legítimo en materia ambiental, debe determinar si quien alega ser titular del 

5 Tesis aislada 1a. CCXCI/2018 (Registro 2018693), publicada en la página 335 del Tomo I del Libro 61, 
correspondiente a diciembre de dos mil dieciocho, de la décima época de la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación.
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10

derecho ambiental se beneficia o aprovecha de los servicios ambientales que 
presta el ecosistema que alega vulnerado.

Lo anterior obedece a que el análisis en relación con la actualización 
del interés legítimo en juicios ambientales también se rige por los principios que 
regulan esa materia, por lo que en atención a los principios de participación 
ciudadana e iniciativa pública, el Estado tiene la obligación de fomentar la 
participación de las personas en la defensa del medio ambiente y crear entornos 
propicios para este efecto, razón por la cual los juzgadores tienen la obligación 
de hacer una interpretación amplia en relación con la legitimación activa en 
el juicio de amparo en materia ambiental.6

Con base en lo anterior, este juzgador estima que la quejosa cuenta 
con interés suspensional para solicitar la medida cautelar en el presente juicio 
de amparo, el cual se vincula con la materia ambiental, pues la asociación 
quejosa tiene por objeto la defensa medioambiental, en términos del instrumento 
notarial que exhibe junto con la demanda de amparo, aunque no se ostenta 
como usuaria de servicios ambientales, tiene una posición especial y 
diferenciada respecto del resto de las personas, pues representa un interés 
colectivo respecto de los servicios medioambientales que se ven afectados con 
la contaminación de la tierra, el agua y el aire, así como los daños a la salud que 
ésta causa.

No elude la atención de este juzgador que, para considerar para 
efectos del otorgamiento de la suspensión del acto reclamado, con base en un 
interés legítimo, existe una previsión específica en el artículo 131 de la Ley de 
Amparo, en el que se establece:

6 En este sentido resulta aplicable la tesis aislada 1a. CCXC/2018 (Registro 2018694), divulgada en la 
página 335 del Tomo I del Libro 61, correspondiente a diciembre de dos mil dieciocho, de la décima 
época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que establece:

INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
OBLIGACIÓN DE LOS JUZGADORES EN SU ANÁLISIS. El análisis en relación con la actualización del 
interés legítimo en juicios ambientales también se rige por los principios que norman esta materia; en 
este tenor, a la luz del principio de participación ciudadana y el correlativo de iniciativa pública, el Estado 
tiene la obligación de fomentar la participación del ciudadano en la defensa del medio ambiente y crear 
entornos propicios para este efecto. Específicamente, los juzgadores tienen la obligación de hacer una 
interpretación amplia en relación con la legitimación activa en el juicio de amparo en materia ambiental, lo 
cual no significa que sea ilimitada, pues quien acude a este juicio debe acreditar ser beneficiario de los 
servicios ambientales que presta el ecosistema que estima afectado.
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“Artículo 131. Cuando el quejoso que solicita la suspensión 

aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la concederá 

cuando el quejoso acredite el daño inminente e irreparable a su 

pretensión en caso de que se niegue, y el interés social que 

justifique su otorgamiento.

En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener 

por efecto modificar o restringir derechos ni constituir aquéllos que 

no haya tenido el quejoso antes de la presentación de la 

demanda”.

En dicho artículo se prevé una norma específica, aplicable a la 
suspensión de los actos reclamados en los que la parte quejosa alegue un 
interés legítimo, según el cual, se concederá la suspensión cuando se den dos 
elementos:

1) Que la parte quejosa acredite el daño inminente e irreparable a su 
pretensión en caso de que se niegue la medida cautelar; y, 

2) Que se acredite el interés social que justifique su concesión.

Sin embargo, este juez considera cumplidos dichos requisitos, con 
base en los principios de participación ciudadana e iniciativa pública que deben 
regir en el amparo medioambiental, pues para acreditar los requisitos en cita, la 
parte quejosa realiza diversos argumentos tendentes a evidenciar que los actos 
reclamados ponen en riesgo los derechos a un medio ambiente sano y a la 
salud, los cuales tiene interés en proteger.

En efecto, la parte quejosa afirma que la suspensión solicitada, lejos 
de perjudicar el interés social o contrariar disposiciones de orden público, está 
presente un interés social a fin de garantizar el respecto al componente de 
sustentabilidad que impera en la materia y dar preferencia a las energías 
renovables y la reducción de emisiones contaminantes, pues los actos 
reclamados se alejan del cumplimiento de los compromisos en materia de 
mitigación del cambio climático, además de que impiden el cumplimiento de las 
metas de transición energética.
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Con base en tales premisas, sostiene que los actos reclamados 
establecen medidas que constituyen obstáculos para la operación y utilización de 
fuentes renovables de energía eléctrica y que fomentan la utilización de energías 
más contaminantes, circunstancia que, desde su punto de vista, afecta el medio 
ambiente y la salud de las personas.

Con base en lo anterior, este juez estima indiciariamente 
demostrados los requisitos necesarios para el otorgamiento de la medida 
cautelar solicitada, pues los argumentos expuestos por la parte quejosa y el 
análisis preliminar de los acuerdos reclamados, expuestos en el siguiente 
apartado del presente acuerdo, generan indicios suficientes para concluir que la 
ejecución de los actos reclamados podría priorizar la producción y el consumo de 
energías fósiles, con la consecuente afectación del medio ambiente, debido a la 
cantidad de gases y compuestos de efecto invernadero que producen, y que 
podría dañar el derecho que tienen las personas en general a disfrutar de un 
medio ambiente sano y de una buena salud.

Por otro lado, también existen indicios suficientes para suponer que 
los actos reclamados afectan la libre concurrencia y competencia económica 
del sector eléctrico, en perjuicio de los usuarios finales, pues al limitar la 
participación de nuevas empresas en el mercado eléctrico mayorista, así como la 
operación de centrales renovables y cogeneración eficiente ya existentes, 
evitan que se den las condiciones necesarias para que el mercado se vea 
beneficiado con los efectos de una sana competencia económica y libre 
concurrencia.  

Ahora bien, este juez considera válido que la demostración de los 
daños inminentes, en el presente caso, sea argumentativa, esto es, basado en la 
afirmación de la quejosa en el sentido de que la limitación de la producción y uso 
de energías limpias provenientes de energías renovables y cogeneración 
eficiente, fomenta la operación de centrales eléctricas convencionales que usan 
combustibles fósiles y que son más contaminantes, lo que afecta tanto la salud 
de las personas como el medio ambiente; pues dichos argumentos se basan en 
un silogismo que alcanza el suficiente rigor lógico, para demostrar 
indiciariamente, la inminencia e irreparabilidad del daño que se podría generar 
en caso de negarse la suspensión, y por lo tanto no requiere un elemento de 
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prueba específico, pues su demostración se da con razonamientos lógicos.  Lo 
anterior es admisible en materia medioambiental, en concepto de este juzgador, 
pues como se precisará más adelante, en términos de los principios de 
prevención y precaución, no es adecuado exigir una prueba directa del daño 
ambiental inminente.

Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J. 61/2016 (10a.), 
sustentada por la Segunda Sala del Alto Tribunal, que lleva por rubro: “INTERÉS 
LEGÍTIMO. PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO, BASTA QUE 
EL QUEJOSO LO DEMUESTRE DE MANERA INDICIARIA”.7

Aunado a lo anterior, el interés social que justifique la concesión de 
la medida cautelar debe estimarse satisfecho, porque la sociedad en general 
está interesada en que: a) se limite la generación y utilización de energías 
contaminantes, ya que así se garantiza la protección a los derechos a un medio 
ambiente sano y a la salud; b) se logre el desarrollo sustentable del sector 
eléctrico, permitiendo así, que el Estado Mexicano pueda cumplir los 
compromisos internacionales que ha asumido en materia de cambio climático y 
de fomento a las energías renovables; y c) la generación y comercialización de 
energía eléctrica se presten en un régimen de libre competencia que haga 
posible la reducción de las tarifas que se deben pagar por el suministro de este 
recurso y el aumento de la calidad de dicho servicio en beneficio de los usuarios 
finales.

SÉPTIMO. PONDERACIÓN ENTRE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y 

EL INTERÉS SOCIAL O EL ORDEN PÚBLICO. En el presente caso, este juzgador no 
advierte que, mediante el otorgamiento de la suspensión solicitada, se afecte el 
interés social o se contravenga el orden público, de manera 
ponderativamente superior a la afectación que resentiría la parte quejosa; y en 
cambio, sí se acredita la apariencia del buen derecho de esta última, por las 
razones, y en la medida o bajo las restricciones que a continuación se exponen.8

7 Jurisprudencia 2a./J. 61/2016 (10a.) (Registro 2011840), de la Segunda Sala de nuestro más alto 
Tribunal, publicada en la página 956 del Libro 31, Junio de 2016, Tomo II, Décima Época de la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación.
8 Este juzgador debe hacer dicha ponderación, en términos de la Jurisprudencia 2a./J. 204/2009 
(Registro 165659), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
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A) VALORACIÓN DE LA FINALIDAD DE ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL.  

A.1. CONTENIDO DE LOS ACTOS RECLAMADOS.

A.1.1 Resolución RES/893/2020.

Por razón de método, en primer lugar, se da noticia de las 
consideraciones que sustentan los actos reclamados, así como los motivos en 
que lo sustentó la autoridad, para valorar correctamente la naturaleza y alcance 
del acto reclamado.

En los resultandos de la resolución RES/893/2020, la Comisión 
Reguladora de Energía señaló que en la RES/066/2010, expidió la metodología 
para determinar los cargos por servicios de transmisión prestados por el 
suministrador a los permisionarios con centrales de generación de energía 
eléctrica con fuentes de energía renovable o cogeneración eficiente y en la 
RES/067/2010 expidió el modelo de contrato de interconexión para las centrales 
antes señaladas, así como el modelo de convenio para el servicio de transmisión 
de energía eléctrica para fuente de energía.

En la reforma a la Constitución de veinte de diciembre de dos mil 
trece en materia de energía, quedó establecido en el artículo décimo, inciso c), 

página 315 del Tomo XXX, diciembre de 2009, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, bajo el rubro y texto siguientes:

SUSPENSIÓN. PARA DECIDIR SOBRE SU OTORGAMIENTO EL JUZGADOR DEBE PONDERAR 
SIMULTÁNEAMENTE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO CON EL PERJUICIO AL INTERÉS 
SOCIAL O AL ORDEN PÚBLICO.  El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
la jurisprudencia P./J. 15/96, de rubro: "SUSPENSIÓN. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, 
SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY DE 
AMPARO, HACER UNA APRECIACIÓN DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO.", sostuvo que para el otorgamiento de la 
suspensión, sin dejar de observar los requisitos exigidos por el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la 
comprobación de la apariencia del buen derecho invocado por el quejoso, de modo que sea posible 
anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado, lo que 
deberá sopesarse con el perjuicio que pueda ocasionarse al interés social o al orden público con la 
concesión de la medida, esto es, si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y 
perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso. Conforme a lo anterior, el juzgador debe 
realizar un estudio simultáneo de la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora con la posible 
afectación que pueda ocasionarse al orden público o al interés social con la suspensión del acto 
reclamado, supuesto contemplado en la fracción II del referido artículo 124, estudio que debe ser 
concomitante al no ser posible considerar aisladamente que un acto pudiera tener un vicio de 
inconstitucionalidad sin compararlo de manera inmediata con el orden público que pueda verse afectado 
con su paralización, y sin haberse satisfecho previamente los demás requisitos legales para el 
otorgamiento de la medida.
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del decreto respectivo, que es atribución de la CRE, regular las tarifas de porteo 
para transmisión y distribución.

El once de enero de dos mil dieciséis se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación, los términos para la estricta separación legal de CFE, los 
cuales fueron modificados con posterioridad, y que establecen que, para 
fomentar la operación eficiente del sector eléctrico, la CFE deberá crear una 
empresa filial que sería la asignataria de los contratos de interconexión legados, 
los convenios de compraventa de excedentes de energía y los demás contratos 
asociados que suscriba.

Por tal motivo, el veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, se 
constituyó CFE Intermediación de Contratos Legados, S.A. de C.V., 
empresa filial de la CFE empresa asignataria de los contratos de 
interconexión legados y que, en términos del Estatuto Orgánico de la CFE, 
dicha empresa filial forma parte de la organización de la CFE.

Señaló la CRE que debe emitir sus actos conforme a las políticas 
públicas del Ejecutivo Federal, establecidas, entre otros, en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2019-2024 y en el Programa para el Desarrollo del Sistema Eléctrico 
Nacional (PRODESEN) 2019-2033, a fin de promover el desarrollo eficiente del 
sector energético, en éste último se consideró que uno de los principios y 
acciones prioritarias que guían el programa, es establecer un equilibrio 
responsable en las tarifas eléctricas en relación a los costos, tanto del porteo 
(transmisión-distribución), como del respaldo de generación; así como de las 
metodologías y tarifas eléctricas, que permitan rentabilidad y desarrollo 
sostenible de la industria eléctrica en su conjunto, así como un servicio eléctrico 
de calidad y precio adecuado para los usuarios y competitivo para la economía 
nacional.

En la parte considerativa de la resolución reclamada, la CRE señaló 
que tiene entre sus atribuciones emitir sus actos y resoluciones con autonomía 
técnica, operativa y de gestión, vigilar y supervisar su cumplimiento, regular y 
promover, entre otras: (i) el desarrollo eficiente de la generación de electricidad, 
los servicios públicos de transmisión y distribución eléctrica, la transmisión y 
distribución eléctrica que no forma parte del servicio público y la 

R
A

Y
M

U
N

D
O

 C
H

A
G

R
E

 L
Ó

PE
Z

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.c3.04
21/05/22 09:31:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



16

comercialización de electricidad, (ii) promover la competencia del sector, 
(iii) proteger los intereses de los usuarios, (iv) propiciar una adecuada cobertura 
nacional y (v) atender a la confiabilidad, estabilidad y seguridad en el suministro 
y la prestación de los servicios.

Afirmó la CRE que conforme a los artículos 2, párrafo segundo, y 6, 
de la Ley de la Industria Eléctrica, la planeación y el control del Sistema Eléctrico 
Nacional, así como el servicio público de transmisión y distribución de energía 
eléctrica, son áreas estratégicas y el Estado mantendrá su titularidad, aunado a 
que corresponde al Estado establecer y ejecutar la política, regulación y 
vigilancia de la industria eléctrica a través de la Secretaría de Energía y la propia 
CRE.

La CRE señaló que tiene facultad para regular en materia de tarifas 
de porte de transmisión y distribución y establecer condiciones generales para la 
prestación del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, 
así como resolver su modificación en cuanto a las tarifas, conforme al artículo 
transitorio décimo, inciso c) del Decreto por el que se reforma y adicionan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los artículos 12, fracción III, y 27 de la Ley de la Industria Eléctrica.

En el artículo 64 de la Ley de Transición Energética se determina 
que en materia de energías limpias se dará prioridad a la diversificación de la 
matriz energética, considerando en todo momento la situación de las finanzas 
públicas, las condiciones presupuestarias vigentes y las condiciones de 
sustentabilidad económica de las políticas públicas que se implementen y en el 
artículo 66 de la citada Ley, se señala que para promover la inversión en la 
generación de electricidad con energías limpias para el cumplimiento de las 
metas en materia  de energías limpias y eficiencia energética, la Secretaría de 
Energía en coordinación con la CRE y el Centro Nacional de Control de Energía, 
recomendarán mecanismos o programas, tales como el porteo tipo estampilla 
postal, en términos compatibles con las reglas de mercado.

Además, indicó la CRE que la administración de los contratos de 
interconexión legados estarán a cargo del generador de intermediación que la 
Secretaría de Energía determine, el cual representará a las centrales eléctricas y 
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los centros de carga correspondientes ante el mercado eléctrico mayorista, con 
estricto apego a los procedimientos establecidos en las reglas de mercado y 
calculará el costo o ingreso neto que resulte del cumplimiento de los términos de 
los contratos de interconexión legados, así como el costo o ingreso neto que 
resulte de la representación de las centrales eléctricas y los centros de carga en 
el mercado eléctrico mayorista.

Informa que, a través del contrato de interconexión para centrales de 
generación de energía eléctrica renovable o cogeneración eficiente, considera el 
servicio de transmisión, que permite que el titular o representante de un contrato 
de interconexión legado utilice la red nacional de transmisión y/o la red general 
de distribución para transportar energía eléctrica desde su fuente de producción 
de energía hasta sus centros de consumo.

Así, señala que el apartado 2.3.1 incisos (m), fracción (ii) y (q) del 
Manual de Contratos de Interconexión Legados, establece como uno de los 
derechos de los titulares de los contratos de interconexión legados, respetar el 
porteo bajo la metodología de estampilla postal, en los términos previstos por 
los contratos y demás disposiciones, así como recibir el servicio de transmisión 
conforme al convenio de transmisión correspondiente.

En el inciso (p) del apartado antes citado, se establece que la 
administración del porteo se realiza por el generador de intermediación, de 
manera que los transportistas y distribuidores no administran dicho servicio ante 
los titulares de los contratos de interconexión legados.

Menciona la CRE que en la cláusula sexta del modelo de convenio 
de transmisión contenido en el anexo de la resolución RES/067/2020, señala que 
el pago total mensual por el servicio de transmisión que hará el permisionario, se 
calculará conforme en la metodología de transmisión.

Aclara que los cargos por los servicios de transmisión contenidos en 
la RES/066/2010, fueron expedidos con base en la estructura y condiciones 
operativas de la industria eléctrica en ese momento, consistentes en:
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1) Una integración vertical de las actividades de generación, 
transmisión, distribución y comercialización de energía eléctrica, y la 
planeación y el control operativo del sistema eléctrico nacional, 
actividades realizadas por la CFE;

2) Una matriz de energía;

3) Un esquema tarifario diseñado para reflejar las variaciones en los 
precios de los combustibles y la inflación.

A partir de la reforma energética de veinte de diciembre de dos mil 
trece, la industria eléctrica inició un proceso de restructuración que implicó 
entre otras cosas (i)  la separación de las actividades de la industria eléctrica, (ii) 
la creación del mercado eléctrico mayorista y (iii) la creación del centro nacional 
de control de energía, encargado del control operativo del sistema eléctrico 
nacional y de la operación del mercado eléctrico mayorista, así como un 
esquema tarifario basado en el reconocimiento de los costos eficientes en 
los que se incurra por la prestación del servicio eléctrico.

De ahí que la CRE consideró necesario reconocer en los cargos por 
el servicio de transmisión para fuentes de energía renovable o cogeneración 
eficiente a precios de 2018, los costos eficientes por la prestación del servicio 
público de transmisión y distribución de energía eléctrica con la finalidad de 
que aseguren pagos justos y proporcionales por parte de los titulares de los 
contratos de interconexión legados por el uso de la red eléctrica. 

Explica la CRE que la metodología de transmisión contenida en la 
resolución RES/066/2010, prevé en su apartado 1.3 cumplir, entre otros, con los 
objetivos siguientes:

1) Cumplir con la política energética del país.

2) Promover el desarrollo de proyectos a partir de fuentes 
renovables de energía y cogeneración eficiente.
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3) Facilitar la evaluación de los cargos por servicios de transmisión a 
través de metodologías directas.

4) Asegurar pagos justos y proporcionales por parte de los 
permisionarios de generación de energía eléctrica que utilicen los 
servicios de transmisión.

5) Diseñar un régimen predecible, estable y transparente que 
ofrezca flexibilidad y no imponga cargas innecesarias a la empresa. 

Señaló la CRE que de acuerdo con el inciso 3.3 de la Metodología 
de transmisión, los cargos por servicios de transmisión en los tres niveles de 
tensión incluyen los costos relacionados con:

a. El uso de la infraestructura
b. Las pérdidas
c. Los servicios conexos a la transmisión
d. El cargo fijo por administración de convenio.

En el inciso 3.4 de dicha Metodología de Transmisión se establece 
que por cada punto de carga, el cargo por servicio de transmisión será el 
resultado de sumar los cargos para cada uno de los niveles de tensión de la 
infraestructura de conducción requerida, considerando un esquema de 
trayectoria radial que determine los niveles de tensión a utilizar.

Dichos cargos serán determinados mensualmente por la CRE de 
acuerdo a la formula establecida en el Anexo TB-RC del contrato de 
interconexión, el cual contempla un factor de ajuste por inflación como un 
elemento que se calcula cada mes calendario, a partir de la variación mensual de 
un índice de precios productor que se determina como un promedio ponderado 
de siete índices seleccionados del sistema de preciso productor, clasificación por 
origen de la producción total, base diciembre de 2003 = 100, notificados por el 
Banco de México, o los que los sustituyan, ello conforme a lo dispuesto en el 
numeral 3.5 de dicha Metodología y el indicado Anexo.
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Mencionó la CRE que a través del oficio CFE-ICL-890-2019 de 
catorce de octubre de dos mil diecinueve, CFE Intermediación de Contratos 
Legados presentó la solicitud y propuesta para fuentes de energía renovable o 
cogeneración eficiente; notificando que la aplicación de los cargos por el 
servicio de transmisión, tanto para fuentes de energía convencionales como de 
energía renovable o cogeneración eficiente, entre otros factores, generan un 
déficit en su balance financiero, que en 2018 ascendió a 7,820 millones de 
pesos, de los cuales el 46.7% corresponde a fuentes de energía renovable o 
cogeneración eficiente. 

CFE Intermediación de contratos legados informó que la diferencia 
entre los cargos por el servicio de transmisión establecidos en la RES/066/2010 
y los costos incurridos en el mercado eléctrico mayorista por la prestación del 
servicio de transmisión, son la causa principal de dicho déficit.

La CRE afirmó que conforme a lo establecido en el transitorio 
duodécimo de la Ley de la Industria Eléctrica, el apartado 3.1.2, inciso b), del 
Manual de Contratos de Interconexión Legados y el inciso 8.8.4, inciso a) del 
Manual de Liquidaciones publicado en el Diario Oficial de la Federación el doce 
de enero de dos mil dieciocho, el déficit o superávit mensual que se genere 
por mantener las condiciones de los contratos de interconexión legados, 
se distribuye entre todos los participantes del mercado distintos al generador 
de intermediación, en proporción a sus compras de energía física de mes.

Así, la CRE determinó que los cargos por los servicios de 
transmisión vigentes para fuentes de energía renovable o cogeneración 
eficientes son inequitativos y desproporcionados respecto de los costos 
actuales por la prestación del servicio público de transmisión y distribución, 
observando que en promedio mensual, entre enero de 2016 y diciembre de 
2019, los costos del servicio, conforme a las tarifas reguladas, son 388% 
mayores al cargo por el servicio de transmisión para la trayectoria radial 
alta-alta tensión; 374% mayores para alta-media tensión; y 634% mayores 
para alta-media-baja tensión, consultables en la página de la CRE.
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En ese sentido, la CRE solicitó a la Secretaría de Energía su opinión 
respecto de la expedición de los cargos por la prestación del servicio de 
transmisión, la cual resultó a favor.

Por todo lo anteriormente expuesto, la CRE consideró necesario 
expedir los cargos por el servicio de transmisión de energía eléctrica para 
fuentes de energía renovable o cogeneración eficiente a precios de 2018, con 
base en la metodología de transmisión contenida en el anexo de la 
RES/066/2010.

Los cargos se determinaron con base en la información disponible en 
el sector eléctrico para el ejercicio 2018 de los costos por (i) el uso de la 
infraestructura (que incluye el costo asociado a la operación del sistema eléctrico 
nacional), (ii) las pérdidas, (iii) los servicios conexos a la transmisión y (iv) el 
cargo fijo por la administración del convenio establecido en el inciso 3.3 del 
anexo de la resolución RES/066/2010.

Aclara la CRE que para preservar y salvaguardar la prestación de los 
servicios y el interés público que les es inherente, mediante la resolución 
reclamada se propicia un mercado competitivo con la implementación de 
tarifas adecuadas y equitativas a los costos erogados por la prestación de 
dichos servicios, efectuada la ponderación entre los interés público y 
colectivos frente a los particulares.

A.1.2. Aviso de CFE Intermediación de Contratos Legados, S.A. 
DE C.V.

En el aviso reclamado y publicado en el Diario Oficial de la 
Federación, se expiden los cargos por el servicio de transmisión de energía 
eléctrica a precios de 2018, en acatamiento de la resolución RES/893/2020.

A.2. ANÁLISIS DEL ACTO RECLAMADO.

Este juez considera con base en las anteriores precisiones, que el acto 
reclamado sí persigue una finalidad de orden público e interés social, pues las 
medidas administrativas que contiene, tienen por objeto, en lo que interesa, que 
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las tarifas por el servicio de transmisión de energía eléctrica para fuentes de 
energía renovable o cogeneración eficiente para los titulares de contratos de 
interconexión legados sea equivalente a los costos eficientes erogados por la 
prestación de ese servicio, y con ello persigue regular y promover el desarrollo 
eficiente de los servicios públicos de transmisión y distribución eléctrica; y por lo 
tanto, este juez estima que se está en presencia de una disposición de orden 
público cuyo cumplimiento interesa a la sociedad. 

Ahora bien, para ponderar adecuadamente esta cualidad del acto 
reclamado, debe hacerse un examen preliminar sobre el contenido de dicha 
finalidad, a partir de los elementos que se desprenden de los autos del presente 
incidente, que no debe entenderse como un análisis de su regularidad 
constitucional o convencional.

De la parte considerativa de la resolución RES/066/2010, que 
constituye base y antecedente de la resolución aquí reclamada, se desprende que, 
en el momento de su emisión (dieciocho de marzo de dos mil diez), dicha 
resolución fue emitida con una clara finalidad de promover la inversión en la 
generación de energía con base en fuentes renovables y la cogeneración 
eficiente, pues por una parte tomó en cuenta que la regulación hasta entonces 
vigente, si bien perseguía un cálculo de tarifas orientada a los costos en 
función de cada tecnología, no era adecuada para cumplir las metas del Programa 
Especial para el Aprovechamiento de Energías Renovables, pues los costos 
sobresalientes eran los relativos a la conducción de energía eléctrica desde el 
punto en que era creada hasta los lugares donde se debía consumir, lo cual 
incentivaba la ubicación de las centrales de generación, pero que tratándose de los 
centros de generación de energía renovable y cogeneración eficiente, su 
ubicación debía definirse más bien por la disponibilidad de los recursos 
energéticos, esto es, el aire, el agua y la irradiación solar.

En esa resolución, se decidió simplificar el cálculo de los costos, 
para hacerlos más atractivos a los nuevos proyectos de generación de energía 
renovable o cogeneración eficiente, para dar cumplimiento a lo dispuesto en los 
artículos 3, fracción III y 109 de la entonces vigente Ley para el Aprovechamiento de 

9 Artículo 3o.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: (…)
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Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición Energética, pues como 
externalidad de la conducción de energía limpia, debían tomarse en cuenta 
beneficios tales como el aprovechamiento de las fuentes de energía renovable con 
las que cuenta el país, el cuidado del medio ambiente y la salud de los habitantes, 
el desarrollo de la capacidad industrial de México y la creación de empleos ,el 
cumplimiento de los compromisos internacionales del país en materia ambiental y 
de cambio climático, la diversificación del parque de generación eléctrica con el 
consecuente aumento en la confiabilidad del Sistema Eléctrico, la disminución de la 
variabilidad de los costos de generación de electricidad, la participación social y 
privada en la inversión requerida por el sector eléctrico para satisfacer la demanda 
nacional, la disminución de la dependencia nacional de los hidrocarburos, y el 
desarrollo rural donde se encuentren disponibles las fuentes de energía renovables.

En cambio, como se advierte de lo expuesto en el apartado que 
antecede, la resolución RES/893/2020, aquí reclamada, persigue nuevamente 
adecuar las tarifas a los costos de la prestación del servicio.

Ahora bien, al valorarse la ponderación que debe atribuirse al acto 
reclamado, debe tomarse en consideración que la RES/893/2020, fue emitida por la 
Comisión Reguladora de Energía, esto es, por el órgano regulador en materia 
energética, que a diferencia de otros órganos estatales, cuenta con facultades 
reguladoras, es decir, autónomas respecto de los demás poderes del Estado, 
basadas en conocimientos técnicos especializados, y tendentes al cumplimiento de 
una finalidad técnicamente determinada, como es en el caso, la eficiencia de la 
prestación del servicio de transmisión eléctrica.

En efecto, en el transitorio décimo, inciso c), del Decreto de Reforma 
se contempló la facultad de la Comisión Reguladora de Energía para establecer 

III. Externalidades. Los impactos positivos o negativos que genera la provisión de un bien o 
servicio y que afectan a una tercera persona. Las externalidades ocurren cuando los costos o 
beneficios de los productores o compradores de un bien o servicio son diferentes de los costos 
o beneficios sociales totales que involucran su producción y consumo; (…).
Artículo 10.- La Secretaría de Energía, con la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de la Secretaría de Salud, 
elaborará una metodología para valorar las externalidades asociadas con la generación de 
electricidad, basada en energías renovables, en sus distintas escalas, así como las acciones de 
política a que se refiere esta Ley, relacionadas con dichas externalidades. A partir de esa 
metodología y acciones de política, a Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
diseñará mecanismos de regulación ambiental para el aprovechamiento de energías 
renovables.
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la regulación de las tarifas de porteo para transmisión y distribución, que serían 
aplicables a los contratos de interconexión legados,10 las cuales también debían 
apegarse a los objetivos planteados en la reforma energética. 

De manera particular, los artículos 1°, 2° y 12, fracción III, de la Ley 
de la Industria Eléctrica establecen que las actividades reguladas de la industria 
eléctrica son de interés público;11 que el servicio público de transmisión es un 
área estratégica del Estado; y que la Comisión Reguladora de Energía está 
facultada para establecer las condiciones generales para la prestación del 
Servicio Público de Transmisión y Distribución de Energía Eléctrica, así como las 
condiciones generales para la prestación del Suministro Eléctrico, y resolver 
sobre su modificación.

Conforme a los artículos 22, fracciones I y III, 41, fracción III, y 42 de 
la Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética, la 
Comisión Reguladora de Energía tiene entre sus atribuciones emitir sus actos y 
resoluciones con autonomía técnica, operativa y de gestión, así como vigilar y 
supervisar su cumplimiento, además, debe regular y promover el desarrollo 
eficiente de la generación de electricidad, los servicios públicos de transmisión y 
distribución eléctrica, la competencia en el sector eléctrico, proteger los intereses 
de los usuarios, propiciar una adecuada cobertura nacional y atender a la 

10 Los contratos de interconexión legados son instrumentos que fueron emitidos conforme a la 
Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, cuyo objeto era el de garantizar la conexión de 
las centrales eléctricas y fuentes de carga de los titulares de alguno de los permisos 
contemplados en dicha legislación. De conformidad con lo dispuesto en los artículos primero, 
segundo, décimo y décimo tercero transitorios de la Ley de la Industria Eléctrica, estos 
permisos y contratos, continuarán rigiéndose hasta su conclusión en los términos previstos en 
el referido ordenamiento.
11 Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de los artículos 25, párrafo cuarto; 27 párrafo 
sexto y 28, párrafo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y tiene 
por objeto regular la planeación y el control del Sistema Eléctrico Nacional, el Servicio Público 
de Transmisión y Distribución de Energía Eléctrica y las demás actividades de la industria 
eléctrica. Las disposiciones de esta Ley son de interés social y orden público. Esta Ley tiene por 
finalidad promover el desarrollo sustentable de la industria eléctrica y garantizar su operación 
continua, eficiente y segura en beneficio de los usuarios, así como el cumplimiento de las 
obligaciones de servicio público y universal, de Energías Limpias y de reducción de emisiones 
contaminantes.

Artículo 2.- La industria eléctrica comprende las actividades de generación, transmisión, 
distribución y comercialización de la energía eléctrica, la planeación y el control del Sistema 
Eléctrico Nacional, así como la operación del Mercado Eléctrico Mayorista. El sector eléctrico 
comprende a la industria eléctrica y la proveeduría de insumos primarios para dicha industria. 
Las actividades de la industria eléctrica son de interés público (…)
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confiabilidad, estabilidad y seguridad en el suministro y la prestación de los 
servicios.

Debe precisarse que, en el ejercicio de la facultad reguladora, la 
Comisión Reguladora de Energía no solamente puede implementar las medidas 
que expida, sino que, con ello, hacer mediciones del mercado para 
eventualmente adecuar la regulación a la realidad con mayor efectividad y 
eficiencia, por lo que, por regla general, interrumpir dicha regulación puede 
significar un freno en el desempeño de la función reguladora, que no es una 
cuestión menor.

En este sentido, debe entrar en la argumentación de esta resolución el 
principio de deferencia, esto es, la confianza que debe presumirse en relación con 
los conocimientos técnicos o científicos que se requieren para emitir la 
regulación de que se trata, conocimientos que son el fundamento y 
justificación de la existencia de dichos órganos reguladores, y que escapan al 
ámbito de conocimiento del legislador y del juez. 

B) VALORACIÓN DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO.

A continuación, conviene señalar que la sociedad quejosa plantea la 
procedencia de la medida cautelar, con base en los argumentos torales 
siguientes:

a) Los actos reclamados vulneran los compromisos internacionales 
en materia de medio ambiente y energía, y desincentiva la inversión de energías 
limpias.

b) Existe un aumento ilegal, desproporcional e injustificado de 
las tarifas de porteo estampilla de energías limpias, afectando la transición 
obligatoria a energías limpias en cumplimiento a las obligaciones asumidas por el 
Estado Mexicano en dicha materia, para garantizar el derecho humano al medio 
ambiente sano y a los compromisos internacionales.
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c) Los actos reclamados generan daños irreparables a las 
empresas participantes del sector de generación de energías limpias, y 
consecuentemente a la sociedad en general, básicamente por la afectación al 
derecho humano a la salud, además de generar una incertidumbre económica y 
financiera.

d) Se genera un incumplimiento a los diversos acuerdos de 
protección al medio ambiente y combate al cambio climático adquiridos a 
nivel internacional, y se desincentiva la industria de energías limpias 
provenientes de fuentes renovables y cogeneración eficiente, dando lugar a una 
regresiva generación, comercialización y consumo de energías provenientes de 
fuentes contaminantes que dañan el medio ambiente.

e) Expone que los actos reclamados tienen un efecto 
discriminatorio por tratarse de personas morales que operan plantas de 
producción de energía de fuentes renovables, pues limitan o dificultan su 
participación en el mercado de energía eléctrica, derivando en una afectación 
directa en su patrimonio, en relación con las centrales convencionales.

f) Menciona que lo anterior, se traduciría en un obstáculo para la 
generación de energías limpias, lo cual produce un agravio al derecho 
humano al medio ambiente sano; puesto que conlleva a la generación de 
energía eléctrica a través de fuentes contaminantes.

Pues bien, en concepto de este juez, sí asiste a la parte quejosa la 
apariencia del buen derecho, como se explicará a continuación.

Este juez considera necesario precisar que las siguientes 
consideraciones no implican prejuzgar sobre la legalidad, convencionalidad o 
constitucionalidad de los actos reclamados, sino que este juzgador advierte una 
apariencia del buen derecho, que precisamente constituye una apreciación 
preliminar, superficial y ajena al análisis argumentativo y probatorio que deberá 
hacerse en el juicio principal, y que se basa en la apreciación de este juzgador, al 
vislumbrar una mera posibilidad de que pueda llegar a demostrarse el derecho de 
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la parte quejosa, y en caso de que llegue a ser así, este juez considera la 
ponderación de si vale o no la pena conservar y proteger un determinado 
estado de cosas, ajeno también a la titularidad o falta de titularidad de derecho 
alguno, para evitar el riesgo de que un eventual fallo protector carezca de efectos 
prácticos suficientes para proteger en todo su alcance los derechos humanos que 
eventualmente puedan considerarse violados, o inclusive para evitar que el juicio 
quede sin materia, si la violación de derechos fundamentales que eventualmente 
pueda demostrarse, se convierta en un acto consumado.

Hecha la anterior precisión, a continuación, se realiza el análisis de la 
apariencia del buen derecho a partir de los derechos fundamentales que hace valer 
la quejosa.

B.1. BARRERAS A LA COMPETENCIA.

Las barreras a la entrada de la competencia son aquellas 
condiciones que impiden o desalientan la entrada de un agente económico a un 
mercado, es decir, todas aquellas vallas que complican o impiden que nuevos 
competidores participen en una industria.  Puede tratarse de alguna práctica 
abusiva por parte de agentes económicos con cierta posición en el mercado, 
como el dumping o el establecimiento de precios depredatorios o 
discriminatorios; pero también pueden provenir de la regulación, como sucede 
con la elevación de costos del rival mediante el cabildeo de aranceles o 
impuestos.

En este sentido, en el artículo 3, fracción IV, de la Ley Federal de 
Competencia Económica, se define como barreras a la competencia y libre 
concurrencia, cualquier característica estructural del mercado, hecho o acto de 
los agentes económicos que tenga por objeto o efecto impedir el acceso de 
competidores o limitar su capacidad para competir en los mercados; que impidan 
o distorsionen el proceso de competencia y libre concurrencia, así como las 
disposiciones jurídicas emitidas por cualquier orden de gobierno que 
indebidamente impidan o distorsionen el proceso de competencia y libre 
concurrencia.
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En este punto, es importante precisar que la resolución reclamada se 
encuentra dirigida a los cargos por servicio de transmisión que tendrán que 
pagar los titulares de contratos de interconexión legados con centrales de 
generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovable o 
cogeneración eficiente.

En ese sentido, la apariencia del buen derecho en el presente caso 
y desde la perspectiva de los derechos fundamentales de la libre concurrencia y 
competencia económica, se deriva de la posibilidad que vislumbra este 
juzgador, de que en la secuela del juicio principal la quejosa pruebe que la 
afectación a los derechos medioambientales se produce como efecto de la 
afectación de los derechos fundamentales a la libre concurrencia y competencia 
económica, sobre la base de que la producción de energía limpia o menos 
contaminante, se verá frenada por alguna de las siguientes barreras al 
mercado, generadas por los actos reclamados:

A) Que existe una diferencia injustificada en el trato derivado de la 
actualización de tarifas por concepto de transmisión, pues existe 
desproporción entre los cargos que deben pagar los generadores de 
energías limpias y los generadores de energía convencionales; 
diferencia que puede constituir una barrera a la entrada por 
discriminación de precios.

En efecto, en términos del considerando décimo cuarto de la 
resolución reclamada, CFE ICL reportó que los cargos por el servicio de 
transmisión, tanto para fuentes de energía convencionales como de energía 
renovable o cogeneración eficiente, entre otros factores, generan un déficit 
en su balance financiero que asciende a 7,820 millones de pesos, de los cuales 
el 46.7% corresponde a fuentes de energía renovable o cogeneración 
eficiente.

En este punto, es importante señalar que el doce de junio de dos mil 
veinte, la Comisión Federal de Electricidad, publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, los procedimientos para determinar las variables económicas 
requeridas para el cálculo de los cargos por servicios de transmisión a 
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tensiones mayores o iguales a 69kv, que aplicarán a los titulares de contratos 
de interconexión legados con centrales de generación de energía eléctrica 
con fuente de energía convencional, con motivo de la resolución 
RES/894/2020.

De las resoluciones RES/893/2020, aquí reclamada y RES/894/2020, 
se desprende que la CRE pretende actualizar los costos que genera la 
transmisión de energía eléctrica, y aunque no es posible afirmar a quién le 
genera u ocasiona una afectación en mayor proporción, pues a simple vista no 
es factible identificar la diferencia entre el costo que se actualizará, los 
argumentos de la quejosa parecen sentar una premisa que es preliminarmente 
válida, a reserva de lo que se pruebe en el la etapa correspondiente del 
presente incidente, de que existe una regulación disímil para ambos tipos de 
titulares de contratos de interconexión legados.

No obstante, es importante considerar que de conformidad con los 
artículos 64 a 66 de la Ley de Transición Energética,12 con el fin de incentivar la 

12 Capítulo IV
De la Inversión
Artículo 64.- En materia de Energías Limpias, tomando en cuenta en todo momento la situación 
de las finanzas públicas, las condiciones presupuestarias vigentes y considerando condiciones 
de sustentabilidad económica de las políticas públicas que se implementen, se dará prioridad a 
la diversificación de la matriz energética en términos del potencial de Energías Limpias, el tipo 
de tecnología y la dispersión geográfica, a fin de mitigar el riesgo asociado a la variación en los 
precios de los combustibles fósiles, así como aprovechar las curvas de aprendizaje actuales y 
futuras de las tecnologías de las Energías Limpias.
Artículo 65.- Con el fin de incentivar la inversión para la generación de energía eléctrica con 
Energías Limpias y alcanzar el cumplimiento de las Metas país en materia de Energías Limpias 
y Eficiencia Energética, la regulación deberá:
I. Garantizar el acceso abierto y no indebidamente discriminatorio a las redes de transmisión y 
distribución, para las centrales eléctricas, incluyendo las Energías Limpias, de conformidad con 
lo establecido en la Ley de la Industria Eléctrica;
II. Ofrecer certeza jurídica a nuevas inversiones;
III. Promover, en condiciones de sustentabilidad económica, el uso de nuevas tecnologías en la 
operación de las redes de transmisión y distribución para permitir mayor penetración de las 
Energías Limpias y el manejo eficiente de la intermitencia de las mismas, de acuerdo con las 
mejores prácticas internacionales, y
IV. Asegurar un suministro eléctrico ambientalmente sustentable, confiable y seguro.
Artículo 66.- La Secretaría, en coordinación con la CRE y el CENACE, recomendará, en el 
ámbito de sus atribuciones, los mecanismos y los programas más convenientes para promover 
la inversión en la generación de electricidad con Energías Limpias para el cumplimiento de las 
Metas en materia de Energías Limpias y Eficiencia Energética.
Para la definición de los mecanismos o programas se podrá considerar la evaluación de los 
mecanismos legales y de incentivos, tales como el porteo tipo estampilla postal, el acceso 
garantizado a la red eléctrica y al despacho de energía, el banqueo de energía, el 
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inversión para la generación de energía eléctrica con energías limpias y alcanzar 
el cumplimiento de las metas en esa materia, la regulación debe:

1. Garantizar el acceso abierto y no discriminatorio a las redes de 
transmisión y distribución, para las centrales eléctricas, incluyendo 
las energías limpias.

2. Ofrecer certeza jurídica a nuevas inversiones.

3. Promover, en condiciones de sustentabilidad económica, el uso 
de nuevas tecnologías en la operación de redes de transmisión y 
distribución para permitir mayor penetración de las energías limpias y 
el manejo eficiente de la intermitencia de las mismas, de acuerdo a 
las mejores prácticas internacionales.

4. Asegurar un suministro eléctrico ambientalmente sustentable, 
confiable y seguro.

Además, la Secretaría de Energía en coordinación con la CRE y el 
CENACE, recomendarán los mecanismos y programas más convenientes para 
promover la inversión en la generación de electricidad con energías limpias para 
el cumplimientos de las metas en materia de energías limpias y eficiencia 
energética, considerando la evaluación de los mecanismos legales y de 
incentivos, tales como el porteo de estampilla, el acceso garantizado a la red 
eléctrica y al despacho de energía, el banqueo de energía, el reconocimiento de 
la capacidad efectiva aportada al sistema y la contabilización de externalidades, 
que sean compatibles con las reglas del mercado.

Incluso, de los artículos 27 a 29 de la Ley de la Industria Eléctrica,13 
se prevé que la estrategia de transición para promover el uso de tecnologías y 

reconocimiento de la capacidad efectiva aportada al sistema y la contabilización de 
externalidades, en términos que sean compatibles con las Reglas de Mercado.
13 Capítulo III
De la Estrategia
Artículo 27.- La Estrategia constituye el instrumento rector de la política nacional en el mediano 
y largo plazo en materia de obligaciones de Energías Limpias, Aprovechamiento sustentable de 
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la energía y mejora en la productividad energética en su caso, de reducción económicamente 
viable de emisiones contaminantes de la Industria Eléctrica, cuyos objetivos principales son:
I. Establecer las metas y la Hoja de Ruta para la implementación de dichas metas;
II. Fomentar la reducción de emisiones contaminantes originadas por la Industria Eléctrica, y
III. Reducir, bajo criterios de viabilidad económica, la dependencia del país de los combustibles 
fósiles como fuente primaria de energía.
La Estrategia establecerá las políticas y las acciones que deberán ser ejecutadas mediante el 
Programa y los programas anuales que de él deriven para cumplir los objetivos de la misma.
Artículo 28.- La Estrategia deberá contener un componente de largo plazo para un periodo de 
30 años que defina los escenarios propuestos para cumplir las Metas de Energías Limpias y la 
Meta de Eficiencia Energética.
Este componente deberá ser una prospectiva que contenga un conjunto de análisis y estudios 
sobre las condiciones técnicas, científicas, tecnológicas, económicas, financieras, fiscales, 
ambientales y sociales futuras de la infraestructura de explotación, producción, transformación, 
transmisión, distribución y uso final de la energía.
La parte prospectiva de la Estrategia deberá actualizarse dentro de los seis primeros meses de 
ejercicio de cada Administración Federal, en términos de la Ley de Planeación, cumpliendo con 
los requisitos de calidad establecidos en las mejores prácticas de este tipo de instrumentos.
Artículo 29.- La Estrategia también incluirá un componente de planeación de mediano plazo 
para un período de 15 años que deberá actualizarse cada tres años, una vez que haya sido 
realizado lo dispuesto en el artículo anterior respecto al componente de largo plazo cuando así 
corresponda.
El componente de mediano plazo de la Estrategia deberá contener lo siguiente:
I. Señalar las Metas de Energías Limpias y Eficiencia Energética, así como su grado de 
cumplimiento;
II. Establecer un diagnóstico exhaustivo de:
a) El estado en el que se encuentre la Industria Eléctrica en general y la generación de 
electricidad mediante Energías Limpias en particular;
b) El estado en el que se encuentre el consumo final de la energía;
c) Los obstáculos a los que se enfrenta el desarrollo de las Energías Limpias;
d) El estado de la contaminación ambiental ocasionada por la Industria Eléctrica de acuerdo con 
la información proporcionada por la SEMARNAT;
e) La dependencia de las fuentes de energías fósiles para la generación primaria de electricidad 
y del progreso en la Eficiencia Energética, y
f) La evolución tecnológica en materia de generación eléctrica y reducción de costos, así como 
otros elementos de tecnología que puedan aportar un valor añadido al Sistema Eléctrico 
Nacional.
Para cumplir con lo anterior, la Secretaría deberá recurrir a reconocidos expertos en la materia, 
quienes estudiarán y aportarán la información necesaria para el diagnóstico, así como también 
a los involucrados en la Industria Eléctrica, ya sea de carácter público o particular, quienes 
deberán ser convocados a través del Consejo y consultados mediante foros donde se apliquen 
las metodologías de consulta más adecuadas;
III. Establecer propuestas para:
a) Resolver los problemas identificados que obstaculicen el cumplimiento de las Metas de 
Energías Limpias y Eficiencia Energética;
b) Reducir, bajo condiciones de viabilidad económica, la contaminación ambiental originada por 
la Industria Eléctrica;
c) Reducir la dependencia del país de los combustibles fósiles como fuente primaria de energía 
en el mediano plazo;
d) Promover el cumplimiento de las Metas de Energías Limpias y Eficiencia Energética, y
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combustibles más limpios, constituye el instrumento rector de la política nacional 
a mediano y largo plazo en materia de obligaciones de energías limpias, con un 
aprovechamiento sustentable y mejora en la productividad energética en su 
caso, de reducción económicamente viable en la emisión de contaminantes de la 
industria eléctrica, como reducir, bajo criterios de viabilidad económica, la 
dependencia del país de los combustibles fósiles como fuente primaria de 
energía. 

La estrategia citada deberá tener un componente de largo plazo para 
un periodo de treinta años que defina los escenarios propuestos para cumplir 
las metas de energías limpias y la meta de eficiencia energética, que 
comprenderá un conjunto de análisis y estudios sobre las condiciones técnicas, 
científicas, tecnológicas, económicas, financieras, fiscales, ambientales y 
sociales futuras de la infraestructura, explotación, producción, transformación, 
transmisión, distribución y uso final de la energía.

En este sentido, este juzgador considera que aunque por el 
momento no existen en autos elementos de prueba para sostener que los cargos 
por servicios de transmisión a energías renovables o de cogeneración eficiente y 
las convencionales son distintos, lo que sí queda acreditado es que en todo 
momento el Estado Mexicano debe generar todas las condiciones que se 
encuentren a su alcance y sean viables económicamente, para permitir la 
transición a energías limpias otorgando incentivos para generar inversión 
en ese sector.

e) Promover el desarrollo futuro de las Energías Limpias como un elemento que contribuye al 
desarrollo y bienestar socioeconómico del país;
IV. Elaborar un documento que compile la información generada en los incisos anteriores con 
las conclusiones y recomendaciones a los integrantes en la Industria Eléctrica incluyendo la 
Administración Pública Federal, las Empresas Productivas del Estado, los organismos 
descentralizados o autónomos, para cumplir con los objetivos primordiales de la Estrategia;
V. Expresar mediante indicadores los compromisos establecidos en la Estrategia, los cuales 
reflejarán fidedignamente la situación de las Energías Limpias, su penetración en el Sistema 
Eléctrico Nacional, el abatimiento de la contaminación por la Industria Eléctrica y la mejora en la 
Eficiencia Energética, y
VI. La Estrategia y los Programas deberán incluir las políticas y acciones para la expansión y 
modificación de las redes de transmisión y distribución, en condiciones de viabilidad económica, 
necesarios para favorecer una mayor penetración de Energías Limpias con el objetivo de dar 
cumplimiento al menor costo a las Metas, con sujeción a la Ley de la Industria Eléctrica, 
escuchando la opinión del Consejo y con la participación que corresponda a la Secretaría, al 
CENACE, a la CRE y a la CONUEE.
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Así y al menos de manera preliminar y sin realizar un examen que 
atañe a la sentencia que se emita en el expediente principal, se vislumbra la 
posibilidad de demostrar que la responsable no ha cumplido con el compromiso 
de generar las condiciones necesarias para incentivar la generación de 
energía limpia y que ha establecido tarifas que por su desproporción y abrupto 
aumento, podrían producir como consecuencia que no sea rentable su operación 
comercial.

De manera que, al incrementar los costos por concepto de porteo, 
de manera desproporcionada respecto de los demás agentes económicos, se 
reitera, en forma preliminar parece probable que se esté activando una 
barrera a la competencia con la finalidad de que los interesados en ingresar al 
sector eléctrico, ya no lo hagan, o los que se encuentran operando lo 
abandonen, con la finalidad de privilegiar el uso de energías convencionales.

B) Que existe un cambio abrupto y desproporcionado en la 
regulación de las tarifas por concepto de transmisión, que genera una 
alteración en la posición que tienen o que aspiran tener las empresas de 
energías renovables y cogeneración eficiente en el mercado, debido a la 
proyección económica que habían planeado con base en las condiciones 
regulatorias existentes; diferencia que puede constituir una barrera a la 
entrada, que daría como resultado una afectación del principio de confianza 
legítima.

En efecto, este juzgador vislumbra la posibilidad de que las quejosas 
demuestren los extremos de su pretensión, en el sentido de que la regulación 
prevaleciente hasta antes de la entrada en vigor de la resolución reclamada, 
establecía condiciones de mercado que generaban válidamente un estado de 
confianza en las empresas de energías renovables y cogeneración eficiente, 
de que tomando en cuenta ciertas variables como la inflación, podrían llevar a 
cabo su proyecto bajo cierto esquema de planeación y financiamiento, y que 
ese proceso ya iniciado, se ve abruptamente modificado e incluso devastado 
por la nueva regulación entrante. 
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Para tener por demostrado plenamente tal extremo, harían falta 
pruebas relacionadas precisamente con la diferencia contable y financiera en 
ambos escenarios, elementos de prueba que no obran en el presente incidente; 
pero que tampoco son necesarias por referirse a una cuestión de fondo que 
deberá abordarse, en su caso, en el expediente principal.  En el presente 
incidente basta, a juicio de este órgano jurisdiccional, el indicio que genera la 
diferencia entre las tarifas derivadas de la resolución RES/066/2010 y la 
resolución reclamada.

B.2. DERECHOS FUNDAMENTALES A LA SALUD Y AL MEDIO AMBIENTE 

SANO.

Ahora bien, desde la óptica de los derechos fundamentales a la 
salud y al medio ambiente sano, este juzgado advierte que la quejosa acude al 
juicio de amparo como defensora de los derechos de la colectividad al medio 
ambiente, alegando que las restricciones o desincentivos causados con los actos 
reclamados a las empresas de energías renovables y cogeneración eficiente, 
tienen por efecto el retraso indeterminado de la transición hacia la des-
carbonización de la producción eléctrica.

Pues bien, con base en los argumentos de la quejosa y en lo que 
aquí es relevante, este juzgado considera que la apariencia del buen derecho 
que asiste a la quejosa desde la perspectiva de los derechos fundamentales a la 
salud y al medio ambiente sano, en su conjunto, se deriva de la aplicación de 
los principios constitucionales de no regresividad, congruencia, precaución 
y prevención aplicables a los derechos relacionados con el medio ambiente 
sano, conforme a la siguiente tesis:14

MEDIO AMBIENTE SANO. PRINCIPIOS APLICABLES A SU 
PROTECCIÓN, CONSTITUCIONALMENTE RECONOCIDA.  El derecho 

ambiental es una disciplina jurídica en pleno desarrollo y evolución, 

catalogado como de tercera y cuarta generaciones. Su propósito es 

conservar o preservar los recursos naturales, así como mantener el 

14 Tesis XXVII.3o.15 CS (10a.), (Registro 2017254), del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito, publicada en la página 3092 del Libro 55, Junio de 2018, Tomo IV, durante la 
actual Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
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equilibrio natural y optimizar la calidad de vida de las personas en el 

presente y en el futuro, bajo normas regulatorias de relaciones de 

derecho público o privado regidas por principios de observancia y 

aplicación obligatoria, como son: a) prevención, b) precaución, c) 

equidad intergeneracional, d) progresividad, e) responsabilidad, f) 

sustentabilidad y g) congruencia, tendientes a disciplinar las conductas 

en orden al uso racional y de conservación del medio ambiente. En sede 

nacional, dichos principios se incorporaron al artículo 4o., párrafo quinto, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

reconoce la protección al medio ambiente sano, lo cual revela un 

inescindible vínculo con los derechos humanos, al prever que toda 

persona tiene derecho a su conservación y preservación moderada y 

racional para su desarrollo y bienestar, irradiando con ello todo el 

ordenamiento jurídico de manera transversal, al establecer la obligación 

del Estado de proteger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes 

deben garantizar su respeto y determinar consecuencias para quien 

provoque su deterioro.

En efecto, conforme a los principios de progresividad y 
congruencia, este juez considera precautoriamente, que existe la posibilidad de 
que, durante la secuela del juicio de amparo, la quejosa demuestre sus 
pretensiones, en el sentido de que las resoluciones reclamadas podrían significar 
un retroceso en el avance que el Estado mexicano debe perseguir en materia de 
transición hacia la energía renovable, ya que su objeto parece ser incongruente 
con las finalidades de ese proceso de transición. Dicho deber se establece 
principalmente en el artículo Transitorio Décimo Octavo del Decreto de reforma 
constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación de veinte de 
diciembre de 2013,15 así como en los artículos 1º, segundo párrafo, y demás 
relativos de la Ley de la Industria Eléctrica,16 y 4, 9, 10 fracción II y 16 fracción I 
de la Ley de Transición Energética.17  

15 Décimo Octavo. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría del ramo en materia de 
Energía y en un plazo no mayor a trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir 
de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá incluir en el Programa Nacional para el 
Aprovechamiento Sustentable de la Energía, una estrategia de transición para promover el uso 
de tecnologías y combustibles más limpios. (…).
16 Artículo 1º.- (…)
Esta Ley tiene por finalidad promover el desarrollo sustentable de la industria eléctrica y 
garantizar su operación continua, eficiente y segura en beneficio de los usuarios, así como el 
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En otro aspecto, conviene destacar que, tanto en la Reforma 
Energética de 2013 como en la Ley de la Industria Eléctrica, el Poder reformador 
y el legislador ordinario coincidieron en que el uso de energías limpias permitirá 
que el Estado Mexicano pueda responder a los compromisos que ha asumido a 
través de diversos instrumentos internacionales para el cuidado del medio 
ambiente y combate al cambio climático.

En ese sentido, se toma en consideración que en dos mil quince el 
Estado Mexicano junto con otros ciento noventa y dos países firmaron la Agenda 
2030 de Desarrollo Sostenible con la finalidad de incluir entre los planes de 
desarrollo de las naciones una perspectiva sostenible para mejorar la calidad de 
vida de las personas, cuidando y preservando al mismo tiempo el medio 
ambiente y la biodiversidad. A través de este documento los países firmantes se 
comprometieron a incorporar medidas relativas al cambio climático en sus 
políticas, estrategias y planes nacionales.

Por otra parte, mediante el Acuerdo de París, firmado con el objeto 
de hacer frente al cambio climático por medio de la reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero, México se comprometió, entre otras cuestiones, a 

cumplimiento de las obligaciones de servicio público y universal, de Energías Limpias y de 
reducción de emisiones contaminantes.
17 Artículo 4.- La Estrategia deberá establecer Metas a fin de que el consumo de energía 
eléctrica se satisfaga mediante un portafolio de alternativas que incluyan a la Eficiencia 
Energética y una proporción creciente de generación con Energías Limpias, en condiciones de 
viabilidad económica. A través de las Metas de Energías Limpias y las Metas de Eficiencia 
Energética, la Secretaría promoverá que la generación eléctrica proveniente de fuentes de 
energía limpias alcance los niveles establecidos en la Ley General de Cambio Climático para la 
Industria Eléctrica.
Artículo 9.- El Estado Mexicano promoverá que existan las condiciones legales, regulatorias y 
fiscales para facilitar el cumplimiento de las Metas y sus disposiciones reglamentarias para 
todos los integrantes de la Industria Eléctrica.
Artículo 10.- La Secretaría, la CRE, el CENACE y la CONUEE, con la opinión del Consejo, y de 
acuerdo con sus respectivas competencias, deberán detallar en las disposiciones 
reglamentarias correspondientes las acciones, instrumentos y mecanismos necesarios para el 
desarrollo eficiente y en términos de viabilidad económica de la Generación limpia distribuida, 
entre los que se encontrarán: (…)
II. Elaborar las bases normativas para la certificación de empresas y su personal, dedicadas a 
la instalación de sistemas de Generación limpia distribuida; (…).
Artículo 16.- Corresponde al CENACE:
I. Garantizar el acceso abierto y no indebidamente discriminatorio a la Red Nacional de 
Transmisión y las Redes Generales de Distribución de las Centrales Eléctricas, incluyendo las 
Energías Limpias; (…).
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reducir el 22% de dichos gases y el 51% de carbón negro, así como a generar el 
35% de energías limpias para el 2024 y 43% para el 2030.18

Así, este Juzgado considera que el cumplimiento de los 
compromisos internacionales antes mencionados se podría ver afectado con 
motivo de la emisión y ejecución de los acuerdos reclamados, porque estas 
actuaciones, en apariencia, limitan la generación de energías limpias.

Desde este punto de vista, este juez considera que la apariencia del 
buen derecho radica en que en cumplimiento a un derecho colectivo al medio 
ambiente sano, el Estado se encuentra obligado a no emitir disposiciones que 
vayan en contra del progreso que se haya alcanzado en materia de 
protección ambiental, tomando en cuenta las posibilidades y recursos estatales.

En este sentido, la apariencia del buen derecho radica en la 
posibilidad que este juez prevé, de que la quejosa pueda llegar a demostrar que 
la resolución reclamada, constituya un retroceso en la protección al medio 
ambiente, por frenar o restringir la entrada al mercado de empresas productoras 
de energía limpia, y por vía de consecuencia, que ello afecta a la sociedad en 
general, por no contar con un medio ambiente sano, y por ende, una afectación a 
la salud.

Se afirma lo anterior, ante la posibilidad de que las quejosas 
demuestren que mediante la regulación tarifaria anterior, se establecía un 
incentivo para la inversión en la generación de energía limpia, en concordancia 
con el marco jurídico constitucional y legal, el cual se ve frenado o eliminado 
por la resolución reclamada.

Por otro lado, desde la óptica de los principios de prevención y 
precaución, aplicables en torno al derecho fundamental al medio ambiente 
sano, este juez considera que se acredita una apariencia del buen derecho, en la 
medida que existe la posibilidad de demostrar que en la emisión de la resolución 

18 Compromisos de mitigación y adaptación ante el cambio climático para el periodo 2020-2030, 
INECC, que pueden consultarse en la siguiente liga: 
https://www.inecc.gob.mx/dialogos/dialogos1/images/documentos/2015_indc_esp.pdf 
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reclamada, el órgano regulador no haya contemplado el impacto que podría 
generar el mismo en el medio ambiente.

En efecto, conforme a una correcta interpretación del quinto párrafo 
del artículo 4º constitucional, de la que se desprende el contenido específico de 
los principios descritos, especialmente el de precaución, este juez considera que 
al ejercerse la facultad reguladora, mediante la expedición de normas que 
probablemente conlleven una afectación al medio ambiente, la autoridad 
administrativa tiene el deber de ejercer sus facultades adoptando todas las 
medidas indispensables para evitar o mitigar los riesgos ambientales, lo cual 
implica el deber de realizar una evaluación de riesgos ambientales de la forma 
más informada posible y de ser el caso, a través de la intervención y valoración 
de profesionales especializados en la materia; y una eventual omisión en la 
actuación de la autoridad en este sentido, contraviene el principio de precaución.  
Esta consideración se basa en el criterio que informa la siguiente tesis de la 
Primera Sala de nuestro más alto Tribunal:19

PROYECTOS CON IMPACTO AMBIENTAL. LA FALTA DE 
EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES EN SU 
IMPLEMENTACIÓN, VULNERA EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN.  
En términos del artículo 15 de la Convención de Río sobre el Medio 

Ambiente y el Desarrollo, conforme al principio de precaución, cuando 

la experiencia empírica refleja que una actividad es riesgosa para el 

medio ambiente, resulta necesario adoptar todas las medidas 

indispensables para evitarla o mitigarla, aun cuando no exista 

certidumbre sobre el daño ambiental. Este principio demanda una 

actuación estatal ante la duda de que una actividad pueda ser 

riesgosa. En congruencia con lo anterior, una evaluación de riesgos 

ambientales es una condición necesaria para la implementación de 

cualquier proyecto con impacto ambiental y, consecuentemente, su 

ausencia constituye, en sí misma, una vulneración a este principio.

19 Tesis 1a. CCXCIII/2018 (10a.) (Registro 2018769), de la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en la página 390 del Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, 
Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
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En este sentido, este juzgador vislumbra la posibilidad de que 
eventualmente, se demuestre en los autos del juicio principal que la autoridad no 
realizó una evaluación de los riesgos ambientales que podría generar el acto 
reclamado, lo cual conduce a la demostración de la apariencia del buen derecho 
de la quejosa, desde el punto de vista del principio de precaución en materia de 
protección al medio ambiente.

C) PONDERACIÓN.

Sentado lo anterior, este juez considera que la apariencia del buen 
derecho que asiste a la quejosa, merece una mayor ponderación respecto de 
la que debe atribuirse a la finalidad de orden público e interés social que 
persiguen los actos reclamados, por las siguientes razones.

C.1. PONDERACIÓN DE LOS RIESGOS EN MATERIA DE COMPETENCIA 

ECONÓMICA.

Desde la perspectiva de los derechos fundamentales de libre 
concurrencia y competencia económica, el hecho de que el órgano regulador 
deba retardar la implementación de las tarifas orientadas a costos contenidas 
en la resolución reclamada, durante la duración del juicio, quizás signifique un 
freno a su función reguladora, pero el efecto de la suspensión sería mantener 
la regulación que ha venido funcionando durante diez años, por lo que la 
afectación eventual al orden público y al interés social no es devastador; 
mientras que, en cambio, lo sería si eventualmente se demuestra que con la 
resolución reclamada, se establece una barrera de entrada al mercado para 
las empresas de energías renovables y cogeneración eficiente -como fuente 
de energías limpias-, por el riesgo que significa en la viabilidad financiera de 
las empresas productoras de energías limpias; y por lo tanto, el otorgamiento 
de la medida cautelar parece desde el punto de vista precautorio y sin 
prejuzgar sobre la legalidad, constitucionalidad o convencionalidad del acto 
reclamado, menos grave que los efectos y ramificaciones que podría generar 
la ejecución de los mismos, pues la afectación de la finalidad de orden público 
y de interés social no es permanente.
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Además, también existe un interés social en que se mantenga una 
diversificación de generadores de energía en el mercado, pues la desaparición 
de centrales eléctricas de energía limpia, mediante una barrera a la competencia 
económica, podría provocar el alza injustificada de precios y la reducción en la 
eficiencia en el funcionamiento del mercado, en perjuicio de los usuarios finales.

En efecto, la apariencia del buen derecho desde la perspectiva del 
derecho fundamental de libre concurrencia y competencia económica, parece 
servir también a la protección de un interés social, pues al establecerse 
barreras de entrada al mercado eléctrico mayorista, éste no podrá servirse de los 
beneficios de la libre concurrencia y competencia económica, pues podría 
generarse una barrera de entrada a las centrales generadoras de energía limpia, 
y un fortalecimiento anticompetitivo de las centrales convencionales, que ya 
tienen determinada posición en el mercado.

No constituye un obstáculo para las anteriores consideraciones, el 
principio de deferencia frente al ejercicio de las funciones reguladoras de la 
Comisión Reguladora de Energía; pues la apariencia del buen derecho que aquí 
se toma en cuenta, no se basa en prejuzgar sobre la metodología elaborada por 
el órgano regulador para el cálculo de las tarifas, y aunque la quejosa abundara 
en ese tema, esos argumentos no servirían de base para conceder la medida 
cautelar; sino que dicha apariencia del buen derecho se basa en una 
cuestión de política pública jurídicamente relevante, de cierta forma 
independiente a los conocimientos técnicos del órgano regulador, y que 
descansa en el deber del Estado mexicano de incentivar la inversión en la 
generación de energía limpia, y generar las condiciones para que las centrales 
generadoras de energía limpia puedan competir en el mercado.  Desde este 
punto de vista, el principio de deferencia, que sin duda cobra relevancia y deberá 
tomarse en cuenta en la resolución que se emita en el expediente principal, no 
genera un obstáculo ponderativamente superior a la apariencia del buen 
derecho, basada en la probable activación de barreras de entrada al mercado.

C.2. PONDERACIÓN DE LOS RIESGOS AMBIENTALES Y DE SALUD.

R
A

Y
M

U
N

D
O

 C
H

A
G

R
E

 L
Ó

PE
Z

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.c3.04
21/05/22 09:31:06

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



41

Por una parte, este juez considera necesario precisar que la 
concesión de la medida cautelar, no tiene como consecuencia provocar que se 
dejen de cobrar tarifas por la prestación del servicio de transmisión de energía 
eléctrica, sino que permitirá la viabilidad financiera de las empresas productoras 
de energía limpia, con la finalidad de que se encuentren en posibilidad de 
permanecer en el mercado eléctrico. 

En ese sentido, sin prejuzgar sobre la legalidad, constitucionalidad o 
convencionalidad de los actos reclamados, es menos grave que las 
empresas de energías renovables y cogeneración eficiente realicen los pagos 
conforme a la normativa vigente con anterioridad a la resolución reclamada, 
que permitir la implementación de las nuevas tarifas que, de demostrarse que 
activan una barrera a la entrada en el mercado, podrían generar una 
afectación al medio ambiente y beneficio a la salud de las personas, ante la 
probable prevalencia de generación de energía con base en combustibles 
fósiles.

En efecto, el Estado debe transitar hacia la implementación de 
energías limpias, por lo que debe evitarse una regresión en la implementación de 
las medidas tendentes a lograr dicha transición; y además, aunque se admita 
como dudoso que puedan generarse daños inmediatos al medio ambiente, los 
principios de prevención y precaución ordenan que la medida cautelar impida 
una posibilidad, aunque a la postre se demuestre remota, de un impacto 
ambiental y un daño a la salud de las personas.

Por último, este juzgado considera que de llegarse a ejecutar los 
actos reclamados, difícilmente podría válidamente restituirse a la parte 
quejosa y a las empresas de energías renovables y cogeneración eficiente, en 
los derechos transgredidos, en los términos previstos por el artículo 77 de la 
Ley de Amparo, en caso de que obtenga una sentencia favorable en el 
cuaderno principal del juicio de amparo del que deriva la presente incidencia.  
Esto es, en caso de que a la postre se demuestre que la resolución reclamada 
conlleva la activación de una barrera a la entrada del mercado, y las 
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empresas de energías renovables y cogeneración eficiente se vean impedidas 
o afectadas irremediablemente para llevar a cabo sus operaciones 
comerciales como consecuencia de ello, sería imposible o muy difícil 
restablecer dicha situación mediante la concesión del amparo, pues el 
transcurso del tiempo en la ejecución de la resolución reclamada genera una 
afectación momento a momento.  Dicho peligro en la demora, justifica una 
mayor ponderación en la apariencia del buen derecho.

Por consiguiente, y sin prejuzgar sobre la regularidad constitucional 
de la resolución reclamada, en apariencia y al menos cautelarmente, este juez 
advierte la posibilidad de que en el transcurso del juicio, la quejosa pueda 
demostrar el punto de derecho que defiende, y en cualquier supuesto, la 
finalidad perseguida por la autoridad no parece tan apremiante que no 
pueda esperar a la conclusión del presente juicio, mientras que, como se 
observó con antelación, la afectación a la quejosa y a la sociedad podría ser 
irreparable o de difícil reparación.

Cobra aplicación en este sentido, la siguiente jurisprudencia:20

SUSPENSIÓN. INTERÉS SOCIAL O INTERÉS PÚBLICO. SU 
DEMOSTRACIÓN.  No basta que el acto se funde formalmente 
en una ley de interés público, o que en forma expresa o implícita 

pretenda perseguir una finalidad de interés social, para que la 

suspensión sea improcedente conforme al artículo 124 de la Ley de 

Amparo, sino que es menester que las autoridades o los terceros 

perjudicados aporten al ánimo del juzgador elementos de 
convicción suficientes para que pueda razonablemente 
estimarse que, en el caso concreto que se plantee, la concesión 
de la suspensión causaría tales perjuicios al interés social, o 
que implicaría una contravención directa e ineludible, prima 
facie y para los efectos de la suspensión, a disposiciones de 

orden público, no sólo por el apoyo formalmente buscado en dichas 

20 Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada 
bajo el número de registro 254979, en la página 185 del Volumen 72, Sexta Parte, Semanario Judicial de 
la Federación, durante su Séptima Época.
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disposiciones, sino por las características materiales del acto mismo. 

Por lo demás, aunque pueda ser de interés público ayudar a ciertos 

grupos de personas, no se debe confundir el interés particular de uno 

de esos grupos con el interés público mismo, y cuando no esté en 

juego el interés de todos esos grupos protegidos, sino el de uno solo 

de ellos, habría que ver si la concesión de la suspensión podría 

dañar un interés colectivo en forma mayor que como podría dañar al 

quejoso la ejecución del acto concreto reclamado. O sea que, en 

términos generales y para aplicar el criterio de interés social y de 

orden público contenidos en el precepto a comento, se deben 

sopesar o contrabalancear el perjuicio que podría sufrir el quejoso 

con la ejecución del acto reclamado, y el monto de la afectación a 

sus derechos en disputa, con el perjuicio que podrían sufrir las metas 

de interés colectivo perseguidas con el acto concreto de autoridad.

En ese supuesto, en principio y conforme a las constancias de autos, 
este juez considera que se cumple en la especie con el requisito establecido 
en la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo.

Ahora bien, en concepto de este juzgado, no resulta aplicable la 
jurisprudencia “ENERGÍA ELÉCTRICA. ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO 

CONTRA LA APLICACIÓN DE LOS ACUERDOS A/074/2015 Y A/058/2017 DE 

LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA, QUE ESTABLECEN LAS 

TARIFAS POR EL SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN RELATIVO Y LA 

METODOLOGÍA PARA DETERMINAR SU CÁLCULO Y AJUSTE, 

RESPECTIVAMENTE.”,21 dado que se refiere a las tarifas de distribución de 

21 Jurisprudencia I.2o.A.E. J/7 (10a.) (Registro: 2019719), consultable en la página 1878, del 
Libro 65, Abril de 2019, Tomo III, de la Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, de rubro y texto:  ENERGÍA ELÉCTRICA. ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA 
APLICACIÓN DE LOS ACUERDOS A/074/2015 Y A/058/2017 DE LA COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA, QUE ESTABLECEN LAS TARIFAS POR EL SERVICIO DE 
DISTRIBUCIÓN RELATIVO Y LA METODOLOGÍA PARA DETERMINAR SU CÁLCULO Y 
AJUSTE, RESPECTIVAMENTE. Es improcedente conceder la suspensión definitiva en el 
amparo indirecto promovido contra la aplicación de los acuerdos referidos, porque no se cumple 
con el requisito previsto en la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, en tanto que 
aquéllos establecen las tarifas por el servicio de distribución de energía eléctrica y la 
metodología para determinar su cálculo y ajuste, con diversas finalidades regulatorias, entre 
ellas, garantizar la prestación del servicio de suministro básico y definir los costos aplicables; 
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energía eléctrica y la metodología para determinar su cálculo y ajuste, con 
diversas finalidades regulatorias, entre ellas, garantizar la prestación del servicio 
de suministro básico y definir los costos aplicables.

Además, de negarse la suspensión solicitada por la parte quejosa, se 
dejaría que los efectos de los actos reclamados se consumaran por el simple 
transcurso del tiempo de modo irreparable o de muy difícil reparación, siendo 
que los efectos de la medida cautelar son precisamente paralizar los actos de 
autoridad que causen perjuicio en la esfera jurídica del gobernado, ya que sus 
efectos son positivos.

OCTAVO. DECISIÓN SOBRE LA MEDIDA CAUTELAR. Por cumplirse en 
principio con los requisitos establecidos en el artículo 128 de la Ley de Amparo, 
y tomando en cuenta que el acto reclamado contiene una norma de carácter 
general, con fundamento en el artículo 148 de la Ley de Amparo, se CONCEDE 
LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA solicitada por la parte quejosa, ya que de 
llegarse a ejecutar dicho acto difícilmente podría válidamente restituirse a la 
sociedad en los derechos transgredidos, en los términos previstos por el artículo 
77 de la Ley de Amparo, en caso de que obtenga una sentencia favorable en el 
cuaderno principal del juicio de amparo del que deriva la presente incidencia, 
circunstancias que hacen procedente la suspensión de los actos reclamados.

Los efectos de la medida cautelar, que deben sujetarse a las 
modalidades y condiciones que a continuación se establecen, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 147 de la Ley de Amparo, deben consistir en que no se 
imponga a las empresas de energías renovables y cogeneración eficiente que 
cuenten con título permiso y/o contratos de interconexión legados, el cobro de 
las tarifas derivadas de la Resolución RES/893/2020 y el aviso de CFE, sino 
que se les permita pagar las tarifas derivadas de la normativa aplicable antes de 

objetivos que se encuentran alineados con la nueva política pública en materia de energía, que 
tiene su origen en la reforma al artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013, así como 
con la Ley de la Industria Eléctrica, la cual señala que las actividades en esa materia son de 
interés público y que el suministro básico constituye una actividad prioritaria para el desarrollo 
nacional. Además, aun cuando la aplicación de los acuerdos mencionados genera un impacto 
patrimonial en la parte quejosa, la lesión que sufriría la sociedad con la suspensión de las 
directrices fijadas por el órgano regulador no podría repararse ni con el otorgamiento de una 
garantía, pues de impedirse su ejecución, se entorpecerían los objetivos regulatorios y se 
generarían consecuencias lesivas para el mercado eléctrico mayorista.
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la emisión de los actos reclamados, mediante el cálculo que se obtendría de no 
haberse emitido dichos actos reclamados.

Es importante precisar que todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, están obligadas a cumplir con la suspensión definitiva 
otorgada, aún en el supuesto de que no hubieren sido llamadas como 
responsables, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 158 y 197 de la 
Ley de Amparo, por lo que deberán abstenerse de seguir los lineamientos que 
conforme a los acuerdos reclamado deben regir para el funcionamiento del 
Sistema Eléctrico Nacional y de llevar a cabo las actividades que ahí se precisan.

A efecto de no generar un vacío normativo durante la vigencia de 
esta medida cautelar, se precisa que las autoridades responsables y vinculadas 
al cumplimiento de esta determinación deberán aplicar las disposiciones que 
se encontraban vigentes previamente a la expedición de los actos 
reclamados.

No escapan a la atención de este juzgador las manifestaciones que 
formula la autoridad responsable mediante los alegatos verbales formulados en 
la audiencia incidental, en el sentido de que los efectos señalados podrían 
extenderse en beneficio de personas distintas de la quejosa; sin embargo, en 
virtud de que la afectación producida por la eventual ejecución de los actos 
reclamados sería de naturaleza económica, ambiental y de salud, es la única 
manera de impedir los efectos y consecuencias de los actos reclamados en 
perjuicio de la colectividad. Cobra aplicación en este sentido, la siguiente 
jurisprudencia:22

SUSPENSIÓN. CONSECUENCIAS DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS.  La suspensión a que se refieren los artículos 

124 y relativos de la Ley de Amparo conforme a la jurisprudencia 

ya establecida, no sólo puede concederse respecto de actos ya 

dictados o actualizados, sino también respecto de actos futuros 

inminentes (tesis número 19 visible en la página 50 de la Sexta 

22 Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, localizable 
bajo el registro 253749, publicada en la página 183 del Volumen 90, Sexta Parte del Semanario Judicial 
de la Federación, Séptima Época.
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Parte del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 

publicado en 1965, que con el mismo número aparece en la 

página 36 de la Octava Parte del Apéndice 1917-1975). Y junto 

con estos últimos actos pueden comprenderse, en principio, no 

sólo aquellos actos que tendrán que dictarse necesariamente 

como consecuencia legal futura e ineludible de los actos ya 

actualizados, sino todos aquellos actos que en forma 
razonable puedan estimarse como consecuencia lógica del 

acto existente, o que se trate de actos derivados de éste en 

forma tal que la realización de aquéllos actos esté condicionada a 

la existencia legal de éste, si tales actos pudieran venir a 
entorpecer la restitución de las cosas al estado que antes 
guardaban, o a causar perjuicios de difícil reparación. Pues la 

suspensión podría hacerse nugatoria si las autoridades quedaran 

en posición de ejecutar actos futuros, derivados del existente o 

condicionados a la validez de éste, cuyas consecuencias fueran a 

hacer imposible o dificultar la restitución de las cosas al estado 

que guardaban antes de la violación, que es el efecto propio de la 

sentencia que concede el amparo (artículo 80 de la Ley de 

Amparo), cuya materia debe preservar la suspensión.

NOVENO. GARANTÍA. Este juzgador considera que la medida 
cautelar que aquí se otorga puede generar un perjuicio económico para  *** 

************** ** ********* ******** **** ** **** , equivalente a la diferencia 
en el pago tarifario; por lo que se actualiza la hipótesis establecida en el artículo 
132 de la Ley de Amparo.

Sin embargo, no elude la atención de este juez que la quejosa no se 
beneficiaría económicamente de la medida cautelar, por evitar una erogación 
producto de esa misma diferencia tarifaria, pues se trata de una asociación 
protectora del medio ambiente.

Ante esta disyuntiva, este juez pondera que, aunque no es 
jurídicamente válido exigir la demostración plena y directa de una afectación al 
medio ambiente, con base en los principios de prevención y precaución que rigen 
en la materia, tampoco es una solicitud inocua o de poca importancia la que 
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solicita la asociación quejosa, por lo que es adecuado exigir una garantía de su 
actuar responsable, además de que en la especie, no se combate un acto que 
tenga como única y directa consecuencia, el daño medioambiental, sino que 
como se ha descrito a lo largo de este acuerdo, se trata de una afectación 
indirecta, como consecuencia de la diversa afectación a los derechos 
fundamentales de libre concurrencia y competencia económica.

Por consiguiente, este juez considera conveniente fijar, como 
condición para la efectividad de la medida cautelar solicitada, el otorgamiento de 
una garantía por el monto de  ****  ***  *****  ***********  ******  ****** 

******  *********; cantidad que a juicio de este órgano jurisdiccional, no 
constituye un obstáculo insuperable para el acceso a la justicia por parte de la 
asociación quejosa, pero sí garantiza una eventual indemnización por los 
perjuicios económicos que podrían resultar en contra de *** ************** ** 
********* ******** **** ** ****

Lo anterior, a pesar de lo argüido por la autoridad en el informe 
previo y mediante los alegatos verbales realizados en la audiencia incidental, en 
el sentido de que dicha garantía resulta insuficiente para garantizar el perjuicio 
económico que eventualmente se podría generar; ya que, como se adelantó, la 
quejosa no se beneficia económicamente de la medida cautelar, por evitar 
una erogación producto de esa misma diferencia tarifaria, pues se trata de una 
asociación protectora del medio ambiente, de manera que este juez considera 
que el monto fijado es razonable y suficiente considerando el carácter con el que 
promueve la quejosa.

Cobra aplicación la siguiente jurisprudencia de la Segunda Sala de 
nuestro más alto Tribunal:23

MEDIO AMBIENTE SANO. PARÁMETRO QUE DEBERÁN 
ATENDER LOS JUZGADORES DE AMPARO, PARA 
DETERMINAR SI ES DABLE EXIMIR AL QUEJOSO DE 
OTORGAR GARANTÍA PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN 

23 Jurisprudencia 2a./J. 19/2017 (10a.) (Registro 2013959), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en la página 1199 del Libro 40, Marzo de 2017, Tomo II, Décima Época 
de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
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DE ACTOS QUE INVOLUCREN VIOLACIÓN A AQUEL 
DERECHO HUMANO.  El acceso a un recurso efectivo en 

materia ambiental, tutelado por el principio 10 de la Declaración 

de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo -en conjunción 

con la directriz 20 de las Directrices para la elaboración de 

legislación nacional sobre el acceso a la información, la 

participación del público y el acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, Directrices de Bali-, implica que deban tomarse 

todas las medidas necesarias para eliminar o reducir los 

obstáculos financieros relacionados con la justiciabilidad del 

derecho a un medio ambiente sano. En ese sentido, la 

suspensión de los actos que lesionen ese derecho no debe 

encontrarse, generalmente, a expensas de la exhibición de una 

garantía, ya que ésta no sólo podría resultar gravosa para el 

particular -constituyéndose en un obstáculo financiero para su 

justiciabilidad-, sino que, de no otorgarse, permitiría la ejecución 

de actos susceptibles de acarrear un daño irreversible o indebido 

a la biodiversidad, afectándose con ello a la colectividad, en su 

conjunto. Ahora, para determinar si debe eximirse al quejoso de 

otorgar la caución, los juzgadores de amparo deberán atender a 

lo siguiente: (I) la violación a dicho derecho debe constituir un 

aspecto medular del juicio de amparo; (II) el planteamiento 

deberá encontrarse dirigido a combatir una verdadera afectación 

al medio ambiente; (III) la afectación aducida deberá ser actual o 

inminente, y no meramente hipotética o posible; (IV) la 

vulneración al medio ambiente debe ser una consecuencia 

directa e inmediata del acto reclamado; y (V) no deberá eximirse 

del otorgamiento de la garantía cuando el acto reclamado genere 

un beneficio de carácter social, como en el caso de obra de 

infraestructura pública, o cuando responda a un esquema de 

aprovechamiento sustentable; cuestión que corresponderá 

acreditar a la autoridad responsable al rendir su informe previo.

La medida cautelar que se concede, surtirá sus efectos desde 
luego y estará vigente, hasta en tanto se dicte sentencia definitiva en el 
cuaderno principal; pero conforme al artículo 136 de la Ley de Amparo, dejará 
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de surtir efectos si dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta 
efectos la notificación del presente acuerdo de suspensión, la parte quejosa no 
otorga la garantía fijada y así lo determina este órgano jurisdiccional. No 
obstante, lo anterior, mientras no se ejecute, el quejoso podrá exhibir la 
garantía, con lo cual, de inmediato, volvería a surtir efectos la medida 
suspensional.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en lo dispuesto en 
los artículos 131, 138, 140 y 217 de la Ley de Amparo vigente, se 

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se CONCEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, respecto del 
acto descrito en el Cuarto considerando, y para los efectos y bajo las 
condiciones establecidos en el considerando Octavo y Noveno de esta 
resolución.

NOTIFÍQUESE.

Así lo proveyó el Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 
con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, 
Rodrigo de la Peza López Figueroa, quien actúa asistido del Secretario 
Raymundo Chagre López, que autoriza y da fe. Doy fe.

Con fundamento en los artículos 3 de la Ley de Amparo, 3, fracción VII, y 5 del Acuerdo 
General 12/2020, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la integración y trámite de 
expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia de los Órganos 
Jurisdiccionales a cargo del Propio Consejo, este acuerdo fue firmado a través de la Firma Electrónica 
Certificada del Poder Judicial de la Federación.

RAZÓN: EL SECRETARIO RAYMUNDO CHAGRE LÓPEZ, HACE CONSTAR QUE EN ESTA FECHA 
SE GIRARON LOS OFICIOS 9651, 9652, 9653 Y 9654CORRESPONDIENTES COMUNICANDO EL AUTO QUE 
ANTECEDE. CONSTE.
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CERTIFICACIÓN. EL SECRETARIO MARIO ALBERTO MONTES DE OCA VÁZQUEZ, CERTIFICA 
QUE LA PRESENTE HOJA CORRESPONDE AL PROVEÍDO DE VEINTISÉIS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE, 
DICTADO EN LOS AUTOS DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 399/2020. DOY FE.

A las nueve horas del día _________________________, se publicó por lista el 
acuerdo que antecede, dándose a conocer a las partes, lo anterior de conformidad con los 
artículos 26, fracción III, y 29 ambos de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de 
dos mil trece, con excepción de las autoridades responsables y de los casos en que se ordenó 
su notificación de manera personal o por oficio.  Doy fe 
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López, Secretario de Juzgado, con adscripción en el Juzgado Primero de
Distrito en Materia Administrativa, Especializado en Competencia Económica,
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México
y Jurisdicción en toda la República, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


